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DEL TRATAMIENTO JURÍDICO, A LA REALIDAD Y 
EFECTIVIDAD DE LAS POLÍTICAS EN IGUALDAD 

DE GÉNERO

LEGAL TREATMENT, TO THE REALITY AND EFFECTIVENESS 
OF THE POLICIES ON GENDER EQUALITY

Juan Manuel Goig Martínez*1

Donde la igualdad no se discute, allí también hay subordinación
George Bernard Shaw

El género humano tiene, para saber conducirse, el arte y el razonamiento
Aristóteles

Resumen: En una sociedad en la que existe la desigualdad de gé-
nero, se violan derechos y libertades. Uno de los pilares fundamenta-
les del Estado de Derecho es el principio de igualdad. Desde un punto 
de vista jurídico se reconoce la igualdad de todas las personas ante la 
Ley, pero hace falta además que se produzcan cambios sociales y es-
tructurales que hagan de ese principio constitucional, una igualdad 
real y efectiva. El Estado social y democrático de Derecho requiere 
que las políticas públicas que desarrolla introduzcan como uno de sus 
objetivos fundamentales el principio de igualdad de oportunidades 
entre mujeres y hombres. Las políticas activas de igualdad de género 
deben de ser puestas en marcha desde las instituciones públicas para 
la superación de los obstáculos que dificultan la plena participación 
de las mujeres en los diversos ámbitos de la vida, con el fin de conver-
tir la igualdad reconocida legalmente, en una situación real y efecti-
vamente igualitaria para mujeres y hombres. La razón fundamental 
que justifica la necesidad de las políticas de igualdad de género es la 
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persistencia de la diferencia que existe entre la igualdad legal, la au-
sencia de discriminación en la legislación vigente, y la igualdad real, 
la igualdad de trato como criterio en las prácticas sociales.

Palabras clave: Igualdad ante la ley. Igualdad real. Igualdad de 
género. Derecho Internacional. Políticas Públicas.

Abstract: In a society where there is gender inequality, rights and 
freedoms are violated. One of the fundamental pillars of the rule of 
law is the principle of equality. From a legal point of view recognizes 
the equality of all persons before the law, but it does lack in addition 
to occur social and structural changes that make of this constitutional 
principle, equality real and effective. The social and democratic State 
of law requires public policies developed as one of its fundamental 
objectives introduce the principle of equality of opportunities bet-
ween women and men. Active gender equality policies must be put in 
motion from the public institutions for overcoming the obstacles that 
hinder the full participation of women in the various fields of life, in 
order to make equality recognized legally, in a real situation and effec-
tively equal for women and men. The fundamental reason that justi-
fies the need for gender equality policies is the persistence of the diffe-
rence between legal equality, non-discrimination in the legislation in 
force, and real equality, equality of treatment as a criterion in the so-
cial practices.

Key words: Igualdad ante la ley. Igualdad real. Igualdad de géne-
ro. Derecho Internacional. Políticas Públicas.
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1.  INTRODUCCIÓN

La preocupación actual del Derecho Internacional por la defensa 
de los derechos humanos parte de la consideración de que el hombre, 
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por su propia naturaleza, por su propia consideración y por su propia 
dignidad, posee derechos que le son inherentes y que no nacen de una 
concesión de la sociedad política. Si la dignidad es consustancial a la 
persona, habrá que inferir que es previa al Derecho, y por lo tanto el 
derecho debe de realizarla y positivizarla a través de una serie de va-
lores que se fundamentan en la dignidad humana, como la autono-
mía, la seguridad, la libertad, la igualdad, y que se consagran y garan-
tizan en el reconocimiento y protección de derechos y libertades.

Los derechos hunden sus cimientos en la dignidad humana y se han 
materializado en los principios de libertad y de igualdad, de manera 
que cada uno de los derechos supone la concreción de un criterio o de 
otro, o de ambos, puesto que su finalidad no es otra que la de conseguir 
el desarrollo de la personalidad de los individuos, la autonomía de las 
personas, la creación de condiciones de libertad y el desarrollo de la 
independencia del ser humano, y su dirección va dirigida al perfeccio-
namiento integral de la persona, de donde se puede determinar que su 
dependencia de la dignidad impide que puedan ser negados

El desarrollo de la eficacia de la dignidad, como ha indicado SO-
LOZÁBAL ECHEVARRÍA1, tiene un doble efecto: por un lado, un 
mandato de respeto a los órganos del Estado en virtud del cual les 
impide la producción de normas o actos que tengan un efecto degra-
dante o envilecedor –efecto impeditivo–, y, por otro, la orientación de 
los objetivos y tareas del Estado hacia políticas favorecedoras del de-
sarrollo de la persona, posibilitando su autodeterminación de modo 
que se asegure la ayuda de los poderes públicos frente a ataques o 
conductas de poderes públicos o particulares contrarias a la misma 
–efecto positivo– lo que implica una política jurídica determinada en 
relación con los derechos y libertades. La dignidad básica de la perso-
na no admite discriminación alguna dada la igualdad esencial de to-
dos los seres humanos2.

La igualdad también constituye una manifestación de la dignidad 
humana y la imbricación mutua de los valores libertad y de igualdad 
constituye una fórmula de convivencia con el Estado social y democrá-
tico de Derecho3. La igualdad se constituye en un valor preeminente al 
que corresponde un rango central (STC 103/1983, de 22 de noviembre).

1  Solozábal Echevarría, J.J., Voz «dignidad de la persona» en Enciclopedia Jurídi-
ca Básica, Madrid, Cívitas, págs. 2489 y ss.

2  Ruiz-Giménez Cortés, J., «Artículo 10. Derechos Fundamentales de la persona» 
en Alzaga Villaamil, O (dir) Comentarios a la Constitución española de 1978, Tomo II, 
Cortes Generales-Edersa, 1997, págs. 68 y 69.

3  Alzaga Villaamil, O y otros, Derecho Político Español, 2T, Madrid, Edersa, 3.ª 
ed. 2001-2002. Op. cit., pág 223.
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La aspiración a la igualdad ha sido una constante humana tan 
antigua como su continua anulación, restricción o vulneración. En el 
caso particular de las mujeres, han existido4, y existen en la actuali-
dad, circunstancias sociales y culturales que favorecen la privación de 
la igualdad de trato y consideración. Las desigualdades de género in-
fluyen considerablemente en la capacidad de desarrollo personal, y, 
en consecuencia, en la dignidad. Por ello, además del tratamiento le-
gislativo, se requiere, de un incremento de políticas públicas preven-
tivas, que permitan la efectividad en el aseguramiento de la libertad, 
seguridad, dignidad y no discriminación por motivos de género, y 
para el caso de que la violación de la igualdad ya se haya producido, 
se exigen mecanismos de restablecimiento. En definitiva, se requiere 
que la igualdad, en el caso que nos ocupa, la igualdad de género, sea 
real y efectiva.

De ahí la importancia de las políticas públicas con perspectiva de 
género, entendidas como aquellos instrumentos para lograr la igual-
dad real y efectiva de las mujeres, y la necesidad de que estas políticas 
deban de explicarse, argumentarse y difundirse y, además ser convin-
centes, tener la capacidad de replicar a sus opositores, vencer el es-
cepticismo y despertar el consenso entre los ciudadanos.

2.  DE LA IGUALDAD LEGAL A LA IGUALDAD REAL

La dignidad básica de la persona no admite discriminación alguna 
en virtud de la igualdad esencial de todos los seres humanos5. La 
igualdad, junto con otros valores superiores, ha sido situada por los 
constituyentes como invocación fundante de todo el edificio de la 
Constitución, constituye una pauta de legitimación del orden jurídico 
en su conjunto, y debe de presentarse como elemento de interpreta-
ción para el entendimiento de sus diversas concreciones6.

En la Constitución, explícita o implícitamente hay distintas refe-
rencias a la igualdad. Como valor superior del ordenamiento jurídico, 
la proclamación del artículo 1.1, cumple una triple dimensión7: desde 
la dimensión fundamentadora, en sentido estático, los valores son el 
núcleo básico e informador de todo el sistema jurídico; en su dimen-

4  Vid. Stuart Mill, J., La esclavitud femenina. Buenos Aires, El Cid Editor, 2004.
5  Ruiz-Giménez Cortés, J., Op. cit., págs. 68 y 69.
6  Jiménez Campo, J., «La igualdad jurídica como límite frente al legislador» en 

REDC, n.º 9, 1983, pág. 79.
7  Vid. Pérez Luño, A.E., Derechos humanos, Estado de Derecho y Constitución, 

Madrid, Técnos, 1984.
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sión orientadora, en sentido dinámico, dirigen el ordenamiento hacia 
unas metas o fines predeterminados que convierten en ilegítima cual-
quier norma o disposición normativa que persiga fines distintos o que 
obstaculice la consecución de aquellos fines enunciados constitucio-
nalmente, y desde una perspectiva crítica, constituyen un criterio y 
parámetro de valoración para justipreciar hechos o conductas.

El art, 14 CE, al establecer el principio general de que los españo-
les son iguales ante la ley, establece un derecho subjetivo a obtener un 
trato igual8, impone a los poderes públicos la obligación de llevar a 
cabo ese trato igual y, al mismo tiempo, limita el poder legislativo y 
los poderes de los órganos encargados de la aplicación de las normas 
jurídicas. La igualdad a que el art. 14 se refiere, es igualdad jurídica o 
igualdad ante la ley. Significa que a los supuestos de hecho iguales 
han de serles aplicadas unas consecuencias jurídicas que sean iguales 
también y que para introducir diferencias entre los supuestos de he-
cho tiene que existir una suficiente justificación de tal diferencia que 
aparezca, al mismo tiempo, como fundada y razonable de acuerdo 
con criterios generalmente aceptados.

Por otro lado nos situamos ante la proclamación del artículo 9.2 
que defiende la igualdad material, real y efectiva, que implica un ele-
mento transformador de la actuación estatal –igualdad sustancial– de 
carácter ideal, y de realización más dificultosa y que propone modelos 
de mayor igualdad en el plano social, económico y cultural, y cuya 
conexión con la igualdad proclamada en el artículo 1.1 y la reconoci-
da en el artículo 14 es innegable.

El primer concepto de igualdad, la igualdad en la ley o ante la ley, 
no puede ser considerado como sinónimo de recibir de la ley el mis-
mo trato, sino que lo que se determina es que la igualdad obliga a 
tratar de modo igual lo que es igual, pero permite tratar de modo di-
ferente lo que es diferente. El principio de igualdad ha de entenderse 
en función de las circunstancias que concurren en cada supuesto 
concreto en relación con el cual se invoca, es un «derecho relacional» 
que se da siempre en relación con otros (STC 76/1983, de 5 de agos-
to), y sólo podrá deducirse la quiebra de este principio, cuando dán-
dose los requisitos previos de una igualdad de situaciones entre los 
sujetos afectados por la norma, se produce un tratamiento diferencia-

8  El reconocimiento del contenido del art. 14 como un derecho está reconocido 
doctrinalmente. Vid. Entre otros, Freixes Sanjuan, T., «Constitución, Tratado de Am-
sterdam e igualdad entre hombres y mujeres» en Consolidación de derechos y garan-
tías: los grandes retos de los derechos humanos en el siglo XXI, Madrid, CGPJ, 1999.
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do de los mismos en razón de una conducta arbitraria o no justificada 
de los poderes públicos (STC 23/1981,de 10 de julio).

A diferencia de lo que sucede con la igualdad ante la ley, la «igual-
dad en la aplicación de la ley» se manifiesta de una forma absoluta, 
de forma que una vez que el legislador ha definido el derecho en la 
ley, el aplicador de la misma no puede realizar entre los titulares de 
los derechos más diferenciaciones que las establecidas legalmente, 
aplicando a la ley a todos por igual. 

Existe desigualdad en la ley cuando la norma distingue de forma 
irrazonable o arbitraria un supuesto de hecho específico al que anuda 
consecuencias jurídicas determinadas. La desigualdad en la aplicación 
de la ley se produce, en cambio, cuando un órgano aplicador del Dere-
cho, interpreta la norma pertinente en un supuesto determinado de 
manera distinta a como lo ha hecho anteriormente en casos sustan-
cialmente iguales (STC 73/1989, de 14 de marzo).

El principio de igualdad jurídica no prohíbe que el legislador con-
temple la necesidad o conveniencia de diferenciar situaciones distin-
tas y de darles un tratamiento diverso, que puede incluso venir exigi-
do, en un Estado social y democrático de Derecho, para la efectividad 
de los valores que la Constitución consagra con el carácter de superio-
res del ordenamiento, como son la justicia y la igualdad (art. 1.1). Lo 
que prohíbe el principio de igualdad jurídica es la discriminación, es 
decir, que la desigualdad de tratamiento sea injustificada por no razo-
nable. La igualdad jurídica exige que los supuestos de hecho iguales 
sean tratados idénticamente en sus consecuencias jurídicas y que, 
para introducir diferencias entre ellos, tenga que existir una suficiente 
justificación de tal diferencia, que aparezca al mismo tiempo como 
fundada y razonable, de acuerdo con criterios y juicios de valor gene-
ralmente aceptados, y cuyas consecuencias no resulten, en todo caso, 
desproporcionadas» (STC 200/2001, de 4 de octubre9), puesto que, en 
este caso se estaría produciendo discriminación, una discriminación 
que está prohibida10, máxime en materia de sexo y de género11, que 

9  También, entre otras, SSTC 214/2006, de 3 de julio; 233/2007, de 5 de noviembre.
10  En palabras conclusivas de la STC 222/1992, de 11 de diciembre, «los condicio-

namientos y límites que, en virtud del principio de igualdad, pesan sobre el legislador 
se cifran en una triple exigencia, pues las diferenciaciones normativas: 1) habrán de 
mostrar, en primer lugar, un fin discernible y legítimo; 2) tendrán que articularse, 
además, en términos no inconsistentes con tal finalidad y 3) deberán, por último, no 
incurrir en desproporciones manifiestas a la hora de atribuir a los diferentes grupos 
y categorías derechos, obligaciones o cualesquiera otras situaciones jurídicas subje-
tivas».

11  Interesantes estudios sobre género pueden verse en Fernández Santiago, P.– 
«Género y sexualidad» en VVAA. Violencia de género e igualdad. Aspectos jurídicos y 
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representa una explícita interdicción que ha situado, tanto por la ac-
ción de los poderes públicos como por la práctica social, a sectores de 
la población –en este caso a las mujeres y colectivos de homosexuales, 
lesbianas y transexuales12–, en posiciones, no sólo desventajosas, sino 
contrarias a la dignidad de la persona que reconoce el art. 10.1 CE 
(SSTC 128/1987, de 16 de julio; 166/1988, de 26 de septiembre; 
145/1991, de 1 de julio).

La prohibición de la discriminación alcanza, tanto a la discrimina-
ción directa: la situación en la que una persona es o ha sido tratada de 
manera menos favorable que otra en situación análoga o similar por 
razón de una causa de discriminación, como a la discriminación indi-
recta, entendida como la situación en la que una disposición legal o 
reglamentaria, una cláusula convencional o contractual, un pacto in-
dividual o una decisión unilateral, aparentemente neutros, ocasiona o 
puede ocasionar una desventaja particular a una persona respecto de 
otras por razón de una causa de discriminación, siempre que la dife-
rencia de trato no responda objetivamente a una finalidad legítima y 
que los medios para la consecución de este objetivo sean adecuados, 
necesarios y proporcionados. Como ha indicado GÓMEZ SÁNCHEZ, 
no toda diferenciación debe tener el reproche constitucional, aunque 
sí deben ser enjuiciadas con extrema severidad, recayendo sobre ellas 
cierta presunción de ilegitimidad13

El derecho a la igualdad también se ve estrechamente vinculado al 
contenido del art. 9.2 que impone a los poderes públicos la obligación 
de hacer de la igualdad una igualdad real y efectiva, lo que ha deter-
minado que el TC haya admitido la posibilidad de que para neutrali-
zar situaciones de discriminación pueda ser necesario la adopción de 
medidas que exceden de la interpretación primaria del art.14. Se tra-
taría de las situaciones de protección, de las acciones positivas o de la 
discriminación inversa, que exigen una justificación objetiva y razo-
nable, de acuerdo con criterios y juicios de valor generalmente acep-
tados14, cuya exigencia debe aplicarse en relación con la finalidad y 

sociológicos, Madrid, Universitas Internacional, 2014. Torres Dias, M.C., Las otras. 
Género, sujetos e igualdad en la ley integral, Alicante, Centro de estudios sobre la Mu-
jer-Universidad de Alicante, 2009.

12  En materia de identidad de género y transexualidad, la prohibición de discrimi-
nación ha tenido su plasmación en la Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la 
rectificación registral de la mención relativa al sexo de las personas.

13  Gómez Sánchez, Y., Constitucionalismo Multinivel. Derechos Fundamentales, 
Madrid, Sanz y Torres-UNED, 2011, pág.319.

14  Un interesante estudio sobre la materia puede verse en Martín Vida, M.A., Fun-
damentos y límites constitucionales a las medidas de acción positiva, Madrid, Cívitas, 
2002.
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efectos de la medida considerada, debiendo estar presente por ello 
una «razonable relación de proporcionalidad15» entre los medios em-
pleados y la finalidad perseguida, ni sea irrazonada.

El fundamento de una igualdad sustancial o promocional puede 
actuar como un principio tamizador de la igualdad formal consagra-
da en el artículo 14 CE, permitiendo regulaciones cuya desigualdad 
formal se justifica en la promoción de la igualdad material (STC 
98/1985, de 29 de julio). La promoción de las condiciones de igual-
dad, no se consideran discriminatorio, puesto que, a fin de promover 
una efectiva y real igualdad, los poderes públicos deben adoptar me-
didas de acción positiva frente a determinadas discriminaciones (STC 
3/1992, de 13 de enero).

La propia idea del Estado social de Derecho, convierte al artículo 
9.2 en una norma que fundamenta el contenido y la eficacia de los 
derechos y libertades constitucionales y su posición en el sistema 
constitucional español, pero además también fundamenta la actua-
ción de los poderes públicos. Los poderes públicos deberán orientar 
su actuación a hacer reales y efectivos los derechos y libertades reco-
nocidos en la Constitución, de manera que, como ha afirmado HÄ-
BERLE16, la efectividad de los derechos y libertades se convierte en 
un deber constitucional para los poderes públicos, y de este deber 
constitucional se deriva, también, que los derechos y libertades hayan 
dejado de ser considerados, solo, como límites a la actuación de los 
poderes públicos. El TC (STC 150/1990, de 4 de octubre) ha afirmado 
que «...el artículo 9.2, al encomendar a los poderes públicos promover 
las condiciones para que la libertad (...), refleja la dimensión social del 
Estado de Derecho e impone determinados cometidos a sus poderes.

3. � LOS TRATADOS INTERNACIONALES EN MATERIA DE 
DERECHOS. SU VALOR EN EL ORDENAMIENTO INTERNO

La preocupación por el reconocimiento y garantía de los derechos 
humanos ocupa una parte importante en el Derecho Internacional, en 
cuyo seno, ha adquirido gran relevancia la dignidad intrínseca del ser 

15  El test de proporcionalidad ha sido reconocido en numerosas sentencias del 
Tribunal Constitucional. Entre otras SSTC pueden verse, desde las primeras, como 
por ejemplo la STC 22/1981, de 2 de julio, hasta las más recientes, STC 200/2001, de 
4 de octubre.

16  Vid. Häberle, P., «El legislador de los derechos fundamentales» en López Pina, 
A (ed)., La garantía constitucional de los derechos fundamentales: Alemania, España, 
Francia e Italia, Madrid, Cívitas U. Complutense, 1990.
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humano como nuevo principio constitucional introducido por la Car-
ta de Naciones Unidas en el Derecho Internacional y del cual se deri-
van importantes consecuencias jurídicas.

Como ha afirmado ALZAGA17, la Constitución se aprobó, y desa-
rrolla su vigencia en un período histórico en el que la Comunidad 
Internacional, las Naciones Unidas y los diversos Estados a través de 
muy diferentes Tratados Internacionales, está favoreciendo la protec-
ción internacional de los derechos humanos, de manera que estos 
instrumentos establecen, para los Estados, limitaciones y obligacio-
nes en relación con los derechos humanos, no sólo de sus nacionales, 
sino también de las personas extranjeras que se encuentran en su 
territorio. Además, la propia Constitución española ha considerado 
estos Tratados como criterio interpretativo (art. 10.2), por lo que la 
potestad del Estado español para legislar sobre las libertades públi-
cas y derechos, se encuentra limitada, por propia vía constitucional, 
por los términos de los Tratados Internacionales ratificados por nues-
tro Estado.

Cuando la Constitución establece en su artículo 10.2 que las nor-
mas relativas a los derechos fundamentales y a las libertades que la 
Constitución reconoce se interpretarán de conformidad con la Decla-
ración Universal de los Derechos Humanos y los tratados y acuerdos 
internacionales sobre las mismas materias ratificados por España, lo 
que hace es reconocer que llegado el momento de interpretar los pre-
ceptos de la Constitución sobre derechos y libertades habrá que ha-
cerlo de la forma que mejor se acomode a los Convenios y demás 
instrumentos Internacionales que sobre la materia haya ratificado 
nuestro Estado, lo que es tanto como entender la superioridad de las 
Declaraciones, Tratados y Acuerdos Internacionales sobre derechos y 
libertades sobre cualquier norma interna que pudiera contravenir 
dichos instrumentos, puesto que en tal caso no sólo se estaría incu-
rriendo en un incumplimiento por parte del Estado español de obliga-
ciones internacionales contraídas, sino que la norma interna sería 
inconstitucional, y también implica la aplicación directa de un amplio 
sector del Derecho Internacional General en el seno de nuestro orde-
namiento jurídico18.

La remisión a los Tratados Internacionales, no solo deriva, en el 
caso de la Constitución española, del propio artículo 10.2, sino tam-
bién del artículo 96. Los Tratados y demás instrumentos internaciona-

17  En Derecho Político español..., T.II, Op. cit., pág 54.
18  Rodríguez Zapata, J., en Alzaga Villaamil, O y otros, Derecho Político Español 

según la Constitución española de 1978, T. I, Op. cit., pág. 608.
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les válidamente celebrados formarán parte de nuestro ordenamiento 
jurídico y, por consiguiente, cuando estos instrumentos se refieran a 
derechos y libertades se constituyen en parámetros para que el Dere-
cho Interno regule dichos derechos y libertades

La interpretación a que alude el artículo 10.2 no convierte a los 
Tratados internacionales en canon autónomo de validez de las nor-
mas y actos de los poderes públicos desde la perspectiva de los dere-
chos fundamentales, puesto que si así fuera sobraría la declaración 
constitucional de los derechos y libertades y hubiera sido suficiente 
que el constituyente hubiera hecho una remisión a las Declaraciones 
Internacionales, sino que los textos internacionales son fuente inter-
pretativa de las normas y actos de los poderes públicos, pero en tanto 
fuente interpretativa «contribuyen a la mejor identificación del conte-
nido de los derechos»19. El tratado Internacional no se convierte «per 
se» en medida de constitucionalidad de la ley que desarrolla derechos 
y libertades, sino que tal medida continua estando integrada por el 
precepto constitucional definidor del derecho o libertad, «pero inter-
pretado éste, en cuanto a los perfiles exactos de su contenido, de confor-
midad con el Tratado o Acuerdo internacional»20

Si los Tratados internacionales constituyen fuente interpretativa 
para la determinación del alcance y contenido de los derechos y liber-
tades en tanto que proclamada y reconocida por la Constitución, sir-
viendo para establecer los perfiles «exactos» de su contenido (STC 
28/1991, de 14 de febrero Fº.Jº.5), la forma en que los Instrumentos 
Internacionales en materia de derechos reconocen y garantizan estos 
derechos y libertades se considera esencial para la determinación de 
su alcance, titularidad y la posibilidad de imposición de límites o res-
tricciones por parte de los poderes públicos.

La Constitución española se inserta en un contexto internacional 
en materia de derechos fundamentales y libertades públicas, por lo 
que hay que interpretar sus normas en esta materia de conformidad 
con la Declaración Universal de Derechos Humanos y los tratados y 
acuerdos internacionales. El orden internacional está señalando un 
núcleo de derechos que derivan de los más profundo del ser humano, 
su dignidad, como valor propio del hombre, independientemente de 
su género, de cuáles sean sus creencias, su posición o su lugar de na-
cimiento, y cuyo desconocimiento, restricción o limitación supondría 
una gravísima lesión a la propia naturaleza humana. 

19  STC 64/1991, de 22 de marzo.
20  STC 28/1991, de 14 de febrero.
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El compromiso de los Estados que son parte de los Tratados y 
Acuerdos Internacionales implica la obligación de promover el respe-
to universal, así como la observancia y protección, de todos los dere-
chos humanos y de las libertades fundamentales de todos los hom-
bres de conformidad con la Carta de Naciones Unidas, otros 
instrumentos relativos a los derechos humanos y el Derecho Interna-
cional, y deben de reconocer el tratamiento de todos los seres huma-
nos de manera justa y equitativa, y en pie de igualdad.21

3.1. � La igualdad de género en el Derecho Internacional de las 
Naciones Unidas

Con la creación de la ONU en 1945 se inicia una andadura que 
supone la progresiva implicación internacional en la lucha por la 
igualdad de género y contra la discriminación. La misma carta funda-
cional, reconoce derechos y libertades sin distinción de sexo ni por 
motivos de raza o cualquier otra condición social .La Carta de Nacio-
nes Unidas,  tratado internacional en el que se establecen los princi-
pios fundamentales de las relaciones internacionales, pone de mani-
fiesto en su Preámbulo la resolución de los pueblos de las naciones 
Unidas «a reafirmar la fe en los derechos fundamentales del hombre, y 
en la dignidad y el valor de la persona humana», proclamación pream-
bular que se traduce en el artículo 1 de la Declaración Universal de 
los Derechos Humanos cuando afirma que «todos los seres humanos 
nacen libres e iguales en dignidad y derechos» y en los artículos 55 y 56 
de la propia Carta cuando se refiere al respeto universal de los dere-
chos universales y de las libertades fundamentales de todos sin hacer 
distinción, y a la efectividad de tales derechos y libertades.

Paralelamente al desarrollo normativo, las Naciones Unidas han 
creado órganos específicos para proteger y promocionar los derechos 
humanos y la lucha contra la discriminación, y por la igualdad entre 
mujeres y hombres en el seno de la ONU, que estaba aún en sus pri-

21  La igualdad de derechos entre personas, con independencia de diversas conside-
raciones, ha sido puesta de manifiesto desde las primeras Declaraciones de Derechos: 
La Declaración de Independencia de los Estados Unidos, adoptada en 1776 establecía: 
«Afirmamos que estas verdades son patentes, que todos los hombres son creados igua-
les y que su Creador los ha dotado de ciertos derechos inalienables, y entre ellos están 
la vida, la libertad y la búsqueda de la felicidad.» También la Declaración de los Dere-
chos del Hombre y del Ciudadano, adoptada por la Asamblea Nacional francesa en 
1789 reconocía que «Todos los hombres nacen libres e iguales en derechos».
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meras etapas cuando surgieron las Naciones Unidas en 194522. Los 
redactores de la Carta de las Naciones Unidas tuvieron la previsión de 
referirse deliberadamente a «la igualdad de derechos de hombres y 
mujeres», y en los primeros momentos, la labor de las Naciones Uni-
das en beneficio de la mujer se centró, ante todo, en la codificación de 
los derechos jurídicos y civiles de la mujer y la reunión de datos sobre 
la condición jurídica y social de la mujer que se impulsó con la firma 
de la Convención para la eliminación de todas las formas de discrimi-
nación contra la mujer, y con la creación de instituciones, la primera 
de ellas la Comisión para la Condición Jurídica y social de la Mujer, en 
1946 y organismos de apoyo, que se han ido impulsando a raíz de las 
diversas  Conferencias mundiales y la última de ellas, Beijing que in-
trodujo el principio de la transversalidad de género en todas las polí-
ticas públicas.

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Naciones 
Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las formas 
de discriminación contra la mujer23, que entró en vigor como tratado 
internacional el 3 de septiembre de 1981 tras su ratificación24.

Entre los tratados internacionales de derechos humanos, la Con-
vención ocupa un importante lugar por incorporar la mitad femenina 
de la humanidad a la esfera de los derechos humanos en sus distintas 
manifestaciones. El espíritu de la Convención tiene su génesis en los 
objetivos de las Naciones Unidas: reafirmar la fe en los derechos hu-
manos fundamentales, en la dignidad y el valor de la persona humana 
y en la igualdad de derechos de hombres y mujeres.25 

22  De los 51 Estados Miembros originales, solo 30 permitían que las mujeres tuvie-
ran derecho al voto y no se les permitía ocupar cargos públicos.

23  (A.G. res. 34/180, 34 U.N. GAOR Supp. (No. 46) p. 193, ONU Doc. A/34/46, en-
trada en vigor 3 de septiembre de 1981.)

24  Hasta 2012, 187 países habían ratificado o se habían adherido a la convención, 
mientras que  Estados Unidos y Sudán del Sur, la habían firmado pero no ratificado. 
Sólo ocho países Irán, Isla Veracruz, Nauru, Palaos, Catar, Somalia, Sudán, Tonga y 
el Vaticano no habían firmado para esta fecha la convención. Cabe destacar que el 
que ha sido considerado por décadas como el país más misógino del mundo, Afganis-
tán, firmó y ratificó la convención.

25  El Protocolo Facultativo de la Convención sobre la eliminación de todas 
las formas de discriminación contra la mujer es un instrumento complementario 
de la Convención, que permite a las partes a reconocer la competencia del Comité 
para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer para examinar las denun-
cias de particulares. El Protocolo Facultativo fue aprobado por la Asamblea General 
de Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1999 y entró en vigencia el 22 de diciembre 
de 2000, luego de recibirse la décima ratificación. Hasta 2006, 87 países lo habían 
ratificado.
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La Convención define el significado de la igualdad e indica cómo 
lograrla. En este sentido, la Convención establece no sólo una decla-
ración internacional de derechos para la mujer, sino también un pro-
grama de acción para que los Estados Partes garanticen el goce de 
esos derechos.

En su Preámbulo, la Convención reconoce explícitamente que «las 
mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminaciones» y su-
braya que esa discriminación viola los principios de la igualdad de 
derechos y del respeto de la dignidad humana». Según el artículo 1, 
por discriminación se entiende «toda distinción, exclusión o restric-
ción basada en el sexo (... ) en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera». La Convención afirma po-
sitivamente el principio de igualdad al pedir a los Estados Partes que 
tomen «todas las medidas apropiadas, incluso de carácter legislativo, 
para asegurar el pleno desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto 
de garantizarle el ejercicio y el goce de los derechos humanos y las 
libertades fundamentales en igualdad de condiciones con el hombre» 
(artículo 3).

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los prin-
cipios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad huma-
na, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas condicio-
nes que el hombre, en la vida política, social, económica y cultural de 
su país, que constituye un obstáculo para el aumento del bienestar de 
la sociedad y de la familia y que entorpece el pleno desarrollo de las 
posibilidades de la mujer para prestar servicio a su país y a la huma-
nidad, el artículo 1 establece que la expresión «discriminación contra 
la mujer» denotará toda distinción, exclusión a restricción basada en 
el sexo que tenga por objeto o por resultado menoscabar o anular el 
reconocimiento, goce o ejercicio por la mujer, independientemente de 
su estado civil, sobre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de 
los derechos humanos y las libertades fundamentales en las esferas 
política, económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.

La Convención proporciona las bases para la consecución de la 
igualdad entre hombres y mujeres asegurando el acceso igualitario y 
la igualdad de oportunidades en la vida política y pública – incluyen-
do el derecho de sufragio activo y pasivo – así como a la educación, la 
salud y el empleo.

Aceptando la Convención, los Estados se comprometen a adoptar 
una serie de medidas tendentes a eliminar toda forma de discrimina-
ción contra la mujer, que incluyen: 
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•	 incorporar el principio de igualdad de hombres y mujeres 
en su sistema legal, abolir todas las leyes discriminatorias y 
adoptar las adecuadas para prohibir la discriminación contra 
la mujer 

•	 establecer tribunales y otras instituciones públicas para ase-
gurar la efectiva protección de las mujeres contra la discrimi-
nación 

•	 asegurar la eliminación de todos los actos de discriminación 
contra mujeres por parte de personas, organizaciones o em-
presas.

También han sido importantes las Conferencias Mundiales de la 
Mujer. Junto a la codificación de los derechos jurídicos y civiles rea-
lizada en un primer momento para la igualdad y contra la discrimi-
nación, se hizo cada vez más evidente que las leyes por sí mismas, 
no bastaban para garantizar la igualdad. En este sentido, se han ce-
lebrado una serie de conferencias mundiales que han tenido como 
objeto elaborar estrategias y planes de acción para evitar las discri-
minaciones26.

Convocadas por las Naciones Unidas en el último cuarto de si-
glo XX, las cuatro Conferencias Mundiales27 han unido a la comuni-

26  Junto a las Conferencias de la Mujer, otras Cumbres Mundiales convocadas por 
Naciones Unidas han servido para luchar contra todo tipo de discriminación y tam-
bién han servido para consolidar los logros de las Cumbres sobre la Mujer, sobre todo 
a partir de la incorporación del principio de transversalidad. La Conferencia Mun-
dial de Derechos Humanos, celebrada en Viena, en 1993; La Conferencia Mundial 
contra el racismo, la discriminación racial, la xenofobia y las formas conexas de 
intolerancia, celebrada en Durban, en 2001. En esta conferencia se insta a los Esta-
dos a crear una visión con perspectiva de género en el diseño y desarrollo de medidas 
de prevención, educación y protección para la erradicación del racismo en todos los 
niveles, a que desarrollen planes nacionales para la investigación de las condiciones 
actuales de las mujeres en las minorías así como a que establezcan mecanismos de 
seguimiento de acuerdo con los estándares internacionales de derechos humanos, y 
a que incluyan medidas concretas y remedios efectivos para la erradicación de múl-
tiples formas de discriminación.

27  La I Conferencia Mundial de Mujer de Naciones Unidas se celebró en México, 
en el año 1975 y representó el primer encuentro entre mujeres en el que se adoptó un 
plan de acción plurianual con estrategias transnacionales en esta materia. La II Con-
ferencia Mundial de Mujer se convocó en Copenhague en el año 1980, con objeto 
de revisar las medidas aprobadas en la I Conferencia Mundial de Mujeres. Durante la 
misma se realizó una evaluación de los avances conseguidos desde México y a su 
término se estableció un nuevo Plan de Acción a evaluar y revisar en la III Conferen-
cia Mundial, convocada cinco años después en Nairobi. En la III Conferencia Mun-
dial de Mujer celebrada en 1985 en Nairobi se constató el escaso nivel de cumpli-
miento de los Planes de acción acordados en las anteriores conferencias, lo que 
permitió establecer un amplio consenso en torno a una serie de medidas entre las que 
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dad internacional en apoyo de un conjunto de objetivos comunes con 
un plan de acción eficaz para promover la igualdad entre mujeres y 
hombres y luchar contra la discriminación de género, así como para 
propiciar al adelanto de las mujeres en todos los países y en todas las 
esferas de la vida pública y privada.

La IV Conferencia Mundial de la Mujer celebrada en Beijing en el 
año 1995 representó un punto de inflexión en el tratamiento de la 
igualdad. Por primera vez el protagonismo estuvo en el tejido asocia-
tivo y permitió que la Conferencia representara un encuentro mun-
dial no solo de delegaciones oficiales o institucionales sino de un gran 
número de feministas y organizaciones de mujeres. A partir de Bei-
jing se considera que el cambio de la situación de las mujeres afecta a 
la sociedad en su conjunto y se considera por primera vez que su 
tratamiento no puede ser sólo sectorial sino que debe integrarse ade-
más en el conjunto de las políticas.

Beijing nace con el objeto de promover los objetivos de igualdad, 
desarrollo y paz para todas las mujeres del mundo, en interés de toda 
la humanidad, y con el compromiso de defender los derechos y la 
dignidad humana intrínseca de las mujeres y los hombres; garantizar 
la plena aplicación de los derechos humanos de las mujeres y las ni-
ñas como parte inalienable, integral e indivisible de todos los dere-
chos humanos y libertades fundamentales; promover la potenciación 
del papel de la mujer y el adelanto de la mujer, incluido el derecho a 
la libertad de pensamiento, de conciencia, de religión y de creencia, lo 
que contribuye a la satisfacción de las necesidades morales, éticas, 
espirituales e intelectuales de las mujeres y los hombres, individual-
mente o en comunidad con otros, por lo que les garantiza la posibili-
dad de realizar su pleno potencial en la sociedad plasmando su vida 
de conformidad con sus propias aspiraciones, en la convicción de que 
del papel de la mujer y la plena participación de la mujer en condicio-
nes de igualdad en todas las esferas de la sociedad, incluidos la parti-
cipación en los procesos de adopción de decisiones y el acceso al po-
der, son fundamentales para el logro de la igualdad, el desarrollo y la 
paz; en la idea de, entre otras cuestiones:

•	 Garantizar a todas las mujeres y las niñas todos los derechos 
humanos y libertades fundamentales, y tomar medidas efica-
ces contra las violaciones de esos derechos y libertades;

cabe destacar la necesidad de promover reformas legislativas en el ámbito laboral, 
instaurar políticas educativas más activas y promover un feminismo institucional 
mediante la creación de oficinas para la mujer de carácter estatal.
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•	 Adoptar las medidas que sean necesarias para eliminar todas 
las formas de discriminación contra las mujeres y las niñas, 
y suprimir todos los obstáculos a la igualdad de género y al 
adelanto y potenciación del papel de la mujer;

•	 Alentar a los hombres a que participen plenamente en todas 
las acciones encaminadas a garantizar la igualdad;

Además de la aprobación de la Declaración y la Plataforma de Ac-
ción, lo más importante de la Conferencia de 1995 fue la incorpora-
ción de un nuevo mecanismo de actuación denominado «transversa-
lidad de la perspectiva de género», que supone la incorporación de la 
perspectiva de género como una herramienta común para el diseño, 
la ejecución y la evaluación de las políticas públicas, cualquiera que 
sea el ámbito de aplicación o el contenido de las mismas. La incorpo-
ración de una perspectiva de género implica un examen de la socie-
dad en su totalidad y la necesidad de que se visualice y analicen los 
fundamentos, causas y estructuras de la desigualdad. Lo fundamental 
de la transversalidad consiste en que esta visión no enfoca solamente 
a las mujeres y a su condición jurídica y social, sino que se dirige a 
reorganizar las instituciones y a adoptar decisiones políticas y econó-
micas a favor de la igualdad de género que afectan a la sociedad en su 
conjunto28.

En su visión realista, con objeto de realizar un seguimiento del 
cumplimiento de los compromisos adquiridos en Beijing, la Comisión 
de la Condición Jurídica y Social de la Mujer de Naciones Unidas ha ido 
celebrando otras reuniones: Beijing+5 (junio del año 2000); Beijing+10 
(febrero del año 2005), y Beijing+15 (marzo de 2010), reafirmando los 
compromisos que se contrajeron en la IV Conferencia.

En julio de 2010, la Asamblea General acordó la creación de una 
nueva entidad para la Igualdad de género y empoderamiento de la 
mujer, denominada ONU Mujeres. Esta entidad, operativa desde enero 
de 2011, proporciona asesoramiento y apoyo técnico a todos los Esta-
dos miembros para consolidar y expandir las acciones de 
la ONU orientadas a lograr la igualdad de género, ofreciendo la pro-

28  Se identifican doce esferas de especial preocupación que se consideraba que 
representaban los principales obstáculos al adelanto de la mujer y que exigían la 
adopción de medidas concretas por parte de los gobiernos y la sociedad civil; la mu-
jer y la pobreza; la educación y la capacitación de la mujer; la mujer y la salud; la 
violencia contra la mujer; la mujer y los conflictos armados; la mujer y la economía; 
la participación de la mujer en el poder y la adopción de decisiones; los mecanismos 
institucionales para el adelanto de la mujer; los derechos humanos de la mujer; la 
mujer y los medios de comunicación; la mujer y el medio ambiente, y, finalmente, la 
niña.
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mesa de un progreso acelerado hacia el cumplimiento de los derechos 
de las mujeres en todo el mundo, cuyas principales funciones son:

•	 Dar apoyo a las entidades intergubernamentales como la Co-
misión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer  en su 
formulación de políticas y estándares y normas mundiales.

•	 Dar asistencia a los Estados Miembros para implementar esos 
estándares, dando cuando sea necesario el apoyo técnico y 
financiero adecuado para ayudar a los países que lo soliciten, 
así como para establecer alianzas eficaces con la sociedad civil

•	 Hacer que el sistema de la ONU rinda cuentas de sus compro-
misos en materia de igualdad de género, incluyendo el moni-
toreo continuo de los progresos dentro del sistema.

	� El Plan Estratégico ONU Mujeres 2011-2013, ha señalado 6 
objetivos:

•	 Incrementar el liderazgo y la participación de las mujeres 
en todas las áreas que afectan a sus vidas.

•	 Aumentar el acceso de las mujeres a su empoderamiento 
económico y sus oportunidades, especialmente para quie-
nes padecen más exclusión.

•	 Prevenir la violencia contra las mujeres y niñas y extender 
los servicios para las víctimas.

•	 Elevar el liderazgo de las mujeres en paz y seguridad.

•	 Fortalecer la capacidad de respuesta de planes y presupues-
tos para la igualdad entre mujeres y hombres.

•	 Apoyar las normas, políticas y estándares para la igualdad 
y el empoderamiento de las mujeres.

En lo que respecta al enfoque de la OIT en materia de igualdad 
entre los hombres y las mujeres, no podemos olvidar que el objetivo 
fundamental de la OIT es promover las oportunidades para que tanto 
los hombres como las mujeres puedan acceder a un trabajo digno y 
productivo en condiciones de libertad, igualdad, seguridad y dignidad 
humana. Así pues, la OIT considera que dentro del concepto de traba-
jo decente para todas las personas, la igualdad entre los sexos es un 
elemento clave para que los cambios sociales e institucionales gene-
ren igualdad y crecimiento. El enfoque principal o áreas temáticas de 
la OIT en cuanto a la igualdad de género coincide con los cuatro ob-
jetivos estratégicos de la organización, es decir, promover los princi-
pios y  derechos  fundamentales en el trabajo; crear más  empleo  y 
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oportunidades de ingresos para los hombres y las mujeres; mejorar la 
cobertura y la eficacia de la protección social y fortalecer el diálogo 
social.

El mandato de la OIT en materia de igualdad entre sexos, consiste 
en promover la igualdad de oportunidades y de trato entre hombres y 
mujeres en el mundo del trabajo, y se basa en los convenios interna-
cionales del trabajo de especial pertinencia para la igualdad entre el 
hombre y la mujer, sobre todo los cuatro convenios clave sobre igual-
dad, a saber: el Convenio sobre la discriminación (empleo y ocupa-
ción), 1958 (núm. 111), (núm. 100), el Convenio sobre los trabajado-
res con responsabilidades familiares, 1981 (núm. 156) y el Convenio 
sobre la protección de la maternidad, 2000 (núm. 183). El mandato 
también abarca resoluciones adoptadas por la Conferencia Interna-
cional del Trabajo (el órgano de máximo nivel en cuanto a la formula-
ción de las políticas de la OIT) en 1975, 1985 y 1991, y la Resolución 
de junio de 2004 relativa a la igualdad entre hombres y mujeres, la 
igualdad de remuneración y la protección de la maternidad.

La OIT aborda la promoción de la igualdad de género desde una 
perspectiva doble. En primer lugar, con todas las políticas, programas 
y actividades se aspira a solucionar sistemática y formalmente los 
problemas específicos y a menudo distintos de hombres y mujeres, 
con inclusión de las necesidades prácticas y estratégicas de la mujer 
en relación con las cuestiones de género. En segundo lugar, las inter-
venciones dirigidas a grupos específicos (basadas en análisis que tie-
nen en cuenta dichos problemas y necesidades) están encaminadas a 
lograr la participación tanto de los hombres como de las mujeres y a 
que ambos se beneficien por igual de las actividades de desarrollo.

3.2.  Igualdad de género en el Consejo de Europa

En el ámbito del Consejo de Europa, el artículo 14 de la Conven-
ción Europea de Derechos Humanos de 4 de noviembre de 1950 reco-
noce que «el goce de los derechos y libertades reconocidos en el presente 
Convenio ha de ser asegurado sin distinción alguna, especialmente por 
razones de sexo, raza, color, lengua, religión, opiniones políticas u otras, 
origen nacional o social, pertenencia a una minoría nacional, fortuna, 
nacimiento o cualquier otra situación». Y la igualdad entre hombres y 
mujeres, se ha manifestado en sucesivos documentos jurídicos29

29  Convenio Europeo  para la Protección de los Derechos Humanos y de las Liberta-
des Fundamentales; Carta Social Europea de 1961; Convenio del Consejo de Euro-
pa  sobre la lucha contra la trata de seres humanos, mayo 2005; Convenio sobre Pre-

http://portal-igualdad.msc.es/internacional/consejoEuropa/pdf/convenioeuropeoparalaprotecciondelosderechoshumanosydelaslibertadesfundamentales.pdf
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La Declaración de Madrid, del Comité de Ministros del Consejo de 
Europa, convirtiendo la Igualdad de Género en una realidad (Madrid, 
12 de mayo de 2009) urge a los Estados miembros a comprometerse 
a acercar la igualdad de hecho a la igualdad en la ley y actuar al obje-
to de: 

1.	 Eliminar las causas estructurales de desequilibrio de poder 
entre mujeres y hombres, incluyendo en los procesos de toma 
de decisiones en el ámbito político, público y económico y a 
todos los niveles; 

2.	 Asegurar la independencia económica y el empoderamiento de 
las mujeres garantizando que la igualdad es respetada en el 
mercado laboral y en el ámbito económico; 

3.	 Dar respuesta a la necesidad de eliminar los estereotipos esta-
blecidos invirtiendo más en introducir la transversalidad en 
educación e investigación, incluida la investigación sobre géne-
ro de modo que tanto las mujeres como los hombres alcancen 

vención y lucha contra la violencia contra las mujeres y la violencia doméstica, de mayo 
2011; Recomendación Rec. (2002) 5   del Comité de Ministros a los Estados miembros 
sobre la protección de la mujer contra la violencia y Memorándum Explicativo, 30 
Abril 2002; Recomendación CM/Rec(2007)17 del Comité de Ministros a los Estados 
miembros sobre las normas y los mecanismos de igualdad entre mujeres y hombres; 
Recomendación CM/Rec(2007)13 del Comité de Ministros a los Estados miembros 
relativa a la integración de la dimensión de género en la educación.; Recomendación 
Rec. (2003)3 del Comité de Ministros a los Estados miembros sobre participación 
equilibrada de  las mujeres y los hombres en los procesos de toma de decisión en 
los ámbitos político y público adoptada el 12 de marzo de 2003 y Memorándum Ex-
plicativo; Recomendación CM/Rec(2008)1  del Comité de Ministros a los Estados 
miembros relativa a la inclusión de diferencias de género en la política de salud. Re-
comendación CM/Rec(2010)10  del Comité de Ministros a los Estados miembros so-
bre el papel   de las mujeres y de los hombres en la prevención y resolución de con-
flictos y en los procesos de construcción de la paz; Recomendación No R (84) 17 del 
Comité de Ministros a los Estados miembros sobre Igualdad entre mujeres y hom-
bres en los medios de comunicación; Recomendación 1610 Migraciones relacionadas 
con la trata de mujeres y la prostitución, 25 Junio 2003 (Asamblea Parlamentaria); 
Recomendación 1545 (2002) Campaña contra la trata de mujeres, 21 Enero 2002 
(Asamblea Parlamentaria); Recomendación Nº R (2000) 11 del Comité de Ministros 
sobre las Medidas contra el Tráfico de Seres Humanos con fines de Explotación Se-
xual y Memorándum Explicativo, 19 Mayo 2000; Recomendación 1450 (2000)Violen-
cia contra las Mujeres en Europa, 3 Abril 2000 (Asamblea Parlamentaria); Recomen-
dación 1325 (1997), relativa a la trata de mujeres y la prostitución forzada en los 
Estados Miembros del Consejo de (Asamblea Parlamentaria),23 Abril 1997; Recomen-
dación No. R (91) 11 del Comité de Ministros de los Estados miembros, de 9 de sep-
tiembre de 1991, relativa a la explotación sexual, la pornografía, la prostitución y el 
tráfico de menores y jóvenes, y Memorándum Explicativo; Recomendación 1065 
(1987),de la Asamblea Parlamentaria, sobre el tráfico y otras formas de corrupción de 
menores, 6 Octubre de 1987.

http://portal-igualdad.msc.es/internacional/consejoEuropa/pdf/recomendacion1610(2003)migracionesrelacionadasconlatratademujeresylaprostitucion25junio2003(asambleaparlamentaria).pdf
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su máximo potencial tanto en las esferas económicas como 
sociales. 

4.	 Erradicar las violaciones de la dignidad y derechos humanos 
de las mujeres mediante el incremento de la acción y su efecti-
vidad para prevenir y combatir la violencia basada en el géne-
ro, facilitar la asistencia y apoyo necesario para las víctimas y 
perseguir a los maltratadores;

5.	 Integrar la perspectiva de género en la gobernanza, asegurando 
apertura, transparencia, participación de todas las personas 
interesadas así como una verdadera rendición de cuentas en el 
proceso de alcanzar la igualdad de género completa;

En la Séptima Conferencia Ministerial de Igualdad del Consejo de 
Europa,  Bakú, 2010, se aprobó una   Resolución, bajo el título 
de  «Asumir el reto de lograr la igualdad de iure y de facto entre Hom-
bres y Mujeres»30, acompañada de un Plan de Acción, en el que se 
acuerdan las estrategias para alcanzar la igualdad de género, y reco-
miendan a los gobiernos y a todas las instituciones y grupos implica-
dos, en particular a los mecanismos nacionales para la igualdad de 
género, las ONG y demás representantes de la sociedad civil, que las 
implementen, en particular en los siguientes ámbitos: 

•	 Legislación: eliminar todas las estipulaciones discriminato-
rias en relación con la igualdad entre hombres y mujeres en 
la legislación nacional 

•	 Desarrollar políticas y medidas específicas para la igualdad 
de género, incluidas medidas de discriminación positiva y 
medidas especiales temporales para eliminar todas las for-
mas de discriminación contra las mujeres y acabar con las 
diferencias entre la igualdad de iure y de facto

•	 Participación equilibrada de las mujeres y los hombres en 
los ámbitos político y público, incluidos los procesos de 
toma de decisión

•	 Conciliación de la vida laboral con la vida familiar y priva-
da 

•	 Impedir y combatir la violencia de género contra las mu-
jeres

30  Estrasburgo, 21 de abril de 2010. MEG 7 (2010) 1 resolución prov. Rev. 2. DIVI-
SIÓN PARA LA IGUALDAD DE GÉNERO. DIRECCIÓN GENERAL DE DERECHOS 
HUMANOS Y ASUNTOS LEGALES – DG-HL 
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•	 Combatir la discriminación múltiple contra grupos vulne-
rables de mujeres y niñas 31

•	 Luchar contra los roles estereotipados de cada género, en 
particular en los medios y en la educación 

Además de la regulación jurídica, un paso muy importante se ha 
producido en las políticas públicas en materia de igualdad de género.

En este contexto ha jugado un papel importante el lanzamiento 
del Programa transversal de Igualdad de género.

Este programa transversal tiene los siguientes objetivos:

—— Acelerar el proceso hacia la consecución de la igualdad real y 
los objetivos de igualdad de género del Consejo de Europa.

—— Transversalizar   la igualdad de género en los estados miem-
bros y dentro de la organización del Consejo de Europa.

—— Remover los obstáculos para la  implementación de las nor-
mas tanto en los países miembros como en la organización.

—— Apoyar a los estados miembros que lo soliciten en el diseño de 
estrategias nacionales para la igualdad real.

—— En general, contribuir a los esfuerzos internacionales destina-
dos a conseguir la igualdad de género y el empoderamiento de 
las mujeres.

El Programa transversal busca movilizar a todos los órganos del 
Consejo de Europa (Asamblea Parlamentaria, Congreso de Autorida-
des Locales y Regionales, Tribunal Europeo de Derechos Humanos, 
Comisionado para los Derechos Humanos, las estructuras interguber-
namentales…) y a sus principales socios (sociedad civil, otras organi-
zaciones internacionales como la UE, ONU, OSCE, el sector privado, 
los medios de comunicación) mejorando el impacto y la visibilidad de 
las acciones encaminadas a promover la igualdad de género en los 47 
Estados Miembros.

31  Reconociendo que los grupos vulnerables de mujeres y niñas, como las mujeres 
y niñas migrantes, mujeres y niñas con discapacidades, mujeres y niñas lesbianas y 
bisexuales y personas transgénero, están sujetos a discriminación múltiple y tomar 
todas las medidas necesarias para garantizar que gocen igualitaria y plenamente de 
todos los derechos humanos y libertades fundamentales.
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3.3. � La igualdad entre hombres y mujeres y sus políticas activas 
en la Unión Europea

La igualdad constituye un principio fundamental en la UE. Aun-
que el Tratado de Roma contempla la igualdad de manera limitada, 
relegada a la retribución laboral (art. 119), dicho principio ha adqui-
rido un importante desarrollo a nivel jurisprudencial y en múltiples 
directivas. Su constante desarrollo, tanto en el derecho originario 
como en el derivado, ha determinado que el principio de igualdad sea 
concebido como un auténtico derecho fundamental europeo y se ha 
ido consolidando en el derecho comunitario hasta convertirse en uno 
de los principios fundamentales

Los derechos humanos, la democracia y el Estado de Derecho son 
valores básicos de la Unión Europea, consagrados en su Tratado fun-
dacional y reforzados con la adopción de la Carta de Derechos Fun-
damentales que consagra la igualdad de todas las personas ante la 
ley y la prohibición de toda discriminación y, en particular la ejercida 
por razón de sexo, raza, color, orígenes étnicos opiniones políticas o 
de cualquier otro tipo, pertenencia a una minoría nacional, patrimo-
nio, nacimiento, discapacidad, edad u orientación sexual El respeto 
de los derechos humanos es un requisito de obligado cumplimiento 
para los países que desean incorporarse a la Unión y una condición 
previa para los países que concluyen acuerdos comerciales o de otro 
tipo con ella.

El artículo 141 del Tratado de Ámsterdam, con la modificación del 
art. 119 del Tratado de Roma, tuvo unas consecuencias de gran alcan-
ce, ya que además de reforzar el principio de igualdad en el ámbito 
social, el Tratado de Ámsterdam lo establece como objetivo de la Co-
munidad y considera la igualdad entre hombres y mujeres como uno 
de los objetivos fundamentales de la Unión, otorgando cierta perspec-
tiva de género32

Finalmente, la Carta de Derecho Fundamentales de la Unión Eu-
ropea (CDFUE), proclamada en Niza en el año 2000 y dotada de ca-
rácter vinculante a partir del Tratado de Lisboa, recoge la igualdad de 
hombres y mujeres en todos los ámbitos.

El Derecho de la Unión Europea ha reconocido que la Unión se 
fundamenta en los valores de respeto de la dignidad humana, liber-
tad, democracia, igualdad, valores que son comunes a los Estados 

32  Balaguer Callejón, M.L., Mujer y Constitución. La construcción jurídica del 
género, Cátedra, Valencia, 1.ª Ed. 2005, págs. 57 y ss.



Del tratamiento jurídico, a la realidad y efectividad...

©  UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 14, 2014� 227

miembros en una sociedad caracterizada por el pluralismo, la no dis-
criminación, la tolerancia, la justicia, la solidaridad y la igualdad en-
tre mujeres y hombres, y para ello, combatirá la exclusión social y la 
discriminación y fomentará la igualdad entre mujeres y hombres.

La modificación reciente del Tratado de la Comunidad Europea 
por el Tratado de Lisboa, de 13 de diciembre de 2007, ha dotado de 
mayor relieve a la promoción de la igualdad entre hombres y mujeres. 
Concretamente, a la definición de un objetivo transversal para todas 
las actividades comunitarias, consistente en «eliminar las desigualda-
des entre el hombre y la mujer y promover su igualdad».

La inclusión de la igualdad en este cuadro de valores fundamenta-
les tiene como correlato la asunción de un compromiso de fomento 
de la misma en el segundo párrafo del nuevo art. 2.3 del Tratado de la 
Comunidad Europea.

El Título III de la Carta nos acerca al derecho de la Igualdad 
(igualdad ante la ley), no  discriminación  también sobre  discapaci-
dad y orientación sexual, diversidad cultural, religiosa y lingüística, 
igualdad entre hombres y mujeres, derechos del menor, derechos de 
las personas mayores e integración de las personas discapacitadas. El 
artículo 23 de la CDFUE, proclama la igualdad entre hombres y mu-
jeres, que será garantizada en todos los ámbitos, inclusive en materia 
de empleo, trabajo y retribución. Reconoce que el principio de igual-
dad no impide el mantenimiento o la adopción de medidas que ofrez-
can ventajas concretas en favor del sexo menos representado.

Por su parte, el art. 21 prohíbe toda discriminación, entre otras 
circunstancias, por razón de sexo. La prohibición de no discrimina-
ción en la UE protege a todos los seres humanos que se encuentran 
en ella o bajo la jurisdicción de sus Estados miembros, independien-
temente de su nacionalidad, por caracteres propios de los seres 
humanos.33Junto a la prohibición de discriminación, se establece la 
obligación de establecer acciones positivas sobre el sexo menos repre-
sentado34.

También el enfoque que utiliza el Tribunal de Justicia UE al inter-
pretar el principio de igualdad entre hombres y mujeres se funda en 
la consideración de este principio como uno de los fundamentos de la 

33  Un estudio muy completo sobre la no discriminación puede verse en Mangas 
Martín, A., «Título III Igualdad» en Carta de los Derechos Fundamentales de la Unión 
Europea, Mangas Martín, A (dir), Fundación BBVA, Madrid, 2008, págs. 396 y ss.

34  Para un conocimiento de las políticas activas de igualdad Vid. Torres Días, 
M.C., Las otras. Género, sujetos e igualdad en la ley integral, Alicante, Centro de estu-
dios sobre la Mujer-Universidad de Alicante, 2009
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UE y en su catalogación como principio general del Derecho Comuni-
tario, y como valor de límites constitucionales a todas las decisiones 
políticas que se elaboren o adopten en el seno de la Unión35

La integración del principio de igualdad entre mujeres y hombres 
es una parte fundamental de todas las actividades europeas, y repre-
senta el enfoque general que se adopta en la aplicación de todas las 
políticas de la UE36.

A lo largo de las últimas décadas la Unión Europea ha progresado 
significativamente en el ámbito de la igualdad, principalmente, gra-
cias a su legislación en igualdad de trato; a la transversalidad de géne-
ro o integración de la perspectiva de género en todas las políticas; y a 
las medidas específicas a favor del avance de las mujeres.

Desde esta perspectiva, la labor de los órganos de la UE ha sido 
muy importante en materia de igualdad de género, tanto por parte del 
Parlamento, entre cuyas Comisiones cabe destacar la Comisión de los 
derechos de la mujer y de la igualdad de Género, como por parte de la 
Comisión Europea, que se organiza en Direcciones Generales, y desde 
2011 es la Dirección General de Justicia la encargada de promover las 
políticas de igualdad en el entorno comunitario, aunque con el objeti-
vo de asistir a la Comisión en la elaboración y en la realización de su 
política de fomento de la igualdad de oportunidades entre hombres y 
mujeres, y en favorecer la comunicación permanente, entre los Esta-
dos miembros y las instancias interesadas, de experiencias, políticas 
e iniciativas en este ámbito, ya se creó en 1981 el Comité consultivo 
para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hombres35. Por su 
parte, el Grupo de Alto Nivel de Transversalidad de Género, creado en 
2001, tiene entre sus principales tareas la de apoyar a las presidencias 
en la identificación de las áreas políticas y objetivos que puedan ser 
prioritarios. Finalmente, el Instituto Europeo de Género36, creado en 
2006, apoya a las instituciones comunitarias y a los países miembros 
en la recopilación, el análisis y la difusión de información y datos ob-
jetivos, fiables y comparables sobre la igualdad entre hombres y mu-
jeres, el desarrollo de instrumentos adecuados para la supresión de 
todas las formas de discriminación por razón de sexo y la integración 
de la dimensión de género en todas las políticas, el fomento del diálo-

35  La importancia del derecho fundamental de igualdad entre hombres y mujeres, 
ha sido puesto de manifiesto en infinidad de SSTJUE, desde las conocidas Defrenne 
II, de 8 de abril de 1976; Defrenne III, de 15 de junio de 1978; Marshall, de 26 de fe-
brero de 1986, Kalanke, de 17 de octubre de 1995, y Marschall, de 11 de noviembre de 
1997, etc.

36  Vid. Ordoñez Solís, D., La igualdad entre hombres y mujeres en el Derecho Euro-
peo, Madrid, Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales-CGPJ, 1999.
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go entre las partes interesadas y el aumento de la sensibilización en-
tre los ciudadanos de la Unión Europea son necesarios para que la 
Comunidad pueda promover y aplicar eficazmente la política de 
igualdad de género, en particular en una Unión ampliada.

No obstante, con ser importante la actitud de los órganos de la UE 
en materia de igualdad de género, la normativa comunitaria ha sido 
trascendental en el desarrollo de la transversalidad del género en toda 
la actuación comunitaria.

La legislación europea, cuenta con un importante número de dis-
posiciones sobre igualdad entre mujeres y hombres. Se trata, princi-
palmente, de diversas disposiciones de los Tratados, Conclusiones del 
Consejo y Directivas referentes a acceso al empleo, igualdad salarial, 
permiso de maternidad y paternidad, seguridad social y profesional, 
carga de la prueba en casos de discriminación y trabajo autónomo37.
Igualmente, la Unión Europea ha considerado la importancia de con-
tar con los hombres activamente en las políticas de igualdad, en el 
documento titulado «Los hombres y la igualdad de género» (Conclu-
siones del Consejo, adoptadas en su sesión núm. 2767, de diciembre 
de 2006).

37  Directiva 79/7/CEE del Consejo, de 19 de diciembre de 1978, relativa a la aplica-
ción progresiva del principio de igualdad de trato entre hombres y mujeres en mate-
ria de seguridad social. Directiva 92/85/CEE Del Consejo de 19 de octubre de 1992re-
lativa a la aplicación de medidas para promover la mejora de la seguridad y de la 
salud en el trabajo de la trabajadora embarazada, que haya dado a luz o en período 
de lactancia (décima Directiva específica con arreglo al apartado 1 del artículo 16 de 
la Directiva 89/391/CEE. Directiva 97/43/Euratom del Consejo de 30 de junio de 1997 
relativa a la protección de la salud frente a los riesgos derivados de las radiaciones 
ionizantes en exposiciones médicas, por la que se deroga la Directiva 84/466/Eura-
tom. Directiva 2000/43/CE Del Consejo de 29 de junio de 2000 relativa a la aplicación 
del principio de igualdad de trato de las personas independientemente de su origen 
racial o étnico. Directiva 2000/78/CE Del Consejo de 27 de noviembre de 2000 relativa 
al establecimiento de un marco general para la igualdad de trato en el empleo y la 
ocupación. Directiva 2003/86/CE Del Consejo de 22 de septiembre de 2003 sobre el 
derecho a la reagrupación familiar. Directiva Del Consejo 2004/113/CE de 13 de di-
ciembre de 2004por la que se aplica el principio de igualdad de trato entre hombres 
y mujeres al acceso a bienes y servicios y su suministro. Directiva 2006/54/CE Del 
Parlamento Europeo Y Del Consejo de 5 de julio de 2006 relativa a la aplicación del 
principio de igualdad de oportunidades e igualdad de trato entre hombres y mujeres 
en asuntos de empleo y ocupación (refundición). Directiva 2010/18/UE Del Consejo 
de 8 de marzo de 2010 por la que se aplica el Acuerdo marco revisado sobre el permi-
so parental, celebrado por BUSINESSEUROPE, la UEAPME, el CEEP y la CES, y se 
deroga la Directiva 96/34/CE. Directiva 2010/41/UE Del Parlamento Europeo Y Del 
Consejo de 7 de julio de 2010 sobre la aplicación del principio de igualdad de trato 
entre hombres y mujeres que ejercen una actividad autónoma, y por la que se deroga 
la Directiva 86/613/CEE del Consejo.
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Quizás, uno de los avances más significativos haya sido la CARTA 
DE LAS MUJERES38, que surge de la idea de que la igualdad es uno 
de los cinco valores en los que se fundamenta la Unión Europea; del 
compromiso de la Unión en luchar por la igualdad entre mujeres y 
hombres en todas sus actividades (artículos 2 y 3 del TUE, artículo 8 
del TFUE), y en que la Carta de los Derechos Fundamentales de la 
Unión Europea consagra dicha igualdad y prohíbe la discriminación 
por razón del sexo, y que establece, como principios que deben regir 
las acciones en materia de igualdad entre hombres y mujeres:

•	 La igual independencia económica.

•	 Salario igual a trabajo igual y trabajo de igual valor.

•	 Igualdad en la toma de decisiones.

•	 Dignidad, integridad y fin a la violencia sexista.

•	 Igualdad entre mujeres y hombres más allá de la Unión.

El documento de aprobación de la Carta de las Mujeres, establecía 
la necesidad de trabajar en favor de la igualdad entre mujeres y hom-
bres conjuntamente con todas las partes interesadas, incluida la so-
ciedad civil, a escala nacional, europea e internacional y, la necesidad 
de establecer una nueva estrategia sobre igualdad entre mujeres y 
hombres, estrategia que tiene como base el Plan de Trabajo para la 
Igualdad entre las Mujeres y los Hombres 2006-2010, así como del Pac-
to Europeo por la Igualdad de Género (Conclusiones del Consejo Euro-
peo de marzo de 2006, doc. 7775/1/06.)

La Estrategia para la igualdad entre hombres y mujeres 2010-201539, 
detalla acciones con arreglo a cinco áreas prioritarias definidas en la 
Carta de la Mujer, además de un capítulo de cuestiones transversales. 
Respecto a cada área prioritaria se describen acciones clave para esti-
mular el cambio y obtener progresos; en el documento de trabajo 
adjunto se ofrecen propuestas más detalladas. Las acciones propues-
tas siguen el doble enfoque consistente en integrar la perspectiva de 

38  COM (2010)78 final. Un compromiso reforzado en favor de la igualdad entre mu-
jeres y hombres. Una Carta de la Mujer. Declaración de la Comisión Europea con 
motivo del Día Internacional de la Mujer 2010, en conmemoración del 15º aniversa-
rio de la adopción de la Declaración y la Plataforma de Acción de la Conferencia 
Mundial de las Naciones Unidas sobre la Mujer celebrada en Pekín, y del 30º aniver-
sario de la Convención de las Naciones Unidas sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer.

39  COMUNICACIÓN DE LA COMISIÓN AL PARLAMENTO EUROPEO, AL CON-
SEJO, AL COMITÉ ECONÓMICO Y SOCIAL EUROPEO Y AL COMITÉ DE LAS 
REGIONES. Bruselas, 21.9.2010. COM (2010).
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género en todas las políticas y definir al mismo tiempo medidas espe-
cíficas40.

Finalmente, adquiere efectiva trascendencia el Pacto Europeo por 
la Igualdad de Género 2010-202041, que, con el objeto de: a) reducir 

40  Así, para el área estratégica de Independencia económica, establece como accio-
nes: Apoyo al fomento de la igualdad entre los sexos en la aplicación de todos los aspec-
tos y todas las iniciativas emblemáticas de la Estrategia Europa 2020: La promoción del 
espíritu empresarial y la actividad autónoma de las mujeres; Evaluación de las dispari-
dades persistentes en relación con los permisos por motivos familiares, como el permiso 
de paternidad y el permiso para cuidados, y las posibilidades de reducirlas: La consulta 
a los interlocutores sociales sobre otras medidas, de conformidad con el artículo 154 del 
TFUE: Informar sobre los resultados de los Estados miembros por lo que se refiere a la 
oferta de guarderías, y la Promoción de la igualdad entre los sexos en todas las iniciati-
vas relacionadas con la inmigración y la integración de los inmigrantes. Para el área 
prioritaria de Salario igual a trabajo igual, y trabajo de igual valor, se establecen 
como acciones: las posibles maneras de mejorar la transparencia de las retribuciones y 
el impacto para la igualdad salarial de modalidades como el trabajo a tiempo parcial o 
los contratos de duración determinada; Apoyo a las iniciativas en pro de la igualdad 
salarial en el trabajo; Establecimiento de un Día Europeo de la Igualdad Salarial, que 
sirva para sensibilizar cada año sobre el tiempo suplementario que tienen que trabajar 
las mujeres para ganar lo mismo que los hombres, y animar a las mujeres a incorporar-
se a profesiones no tradicionales, por ejemplo en sectores ecológicos e innovadores. 
Para el área prioritaria Igualdad en la toma de decisiones, se propone como acciones: 
Iniciativas específicas para mejorar el equilibrio entre los sexos en la toma de decisio-
nes; Supervisar el objetivo del 25 % de mujeres en las posiciones con mayor responsabi-
lidad decisoria en la investigación; Controlar el avance hacia el objetivo de que cada 
sexo esté representado al menos por el 40 % de los miembros de comités y grupos de 
expertos establecidos por la Comisión20, y Apoyar los esfuerzos para promover una 
mayor participación de la mujer en las elecciones al Parlamento Europeo, señaladamen-
te como candidatas. Para el área Dignidad, integridad y fin de la violencia sexista, se 
propone: Adoptar una estrategia a escala de la UE para combatir la violencia contra las 
mujeres que perseguirá, por ejemplo, la eliminación de la mutilación genital femenina 
usando todos los instrumentos pertinentes, incluida la legislación penal, dentro de los 
límites de los poderes de la UE, con el apoyo de una campaña europea de sensibiliza-
ción sobre la violencia contra las mujeres; Velar por que la legislación en materia de 
asilo tenga en consideración la igualdad entre los sexos; promoverá formación específi-
ca y buenas prácticas que tengan en cuenta la dimensión de género para la Oficina Eu-
ropea de Apoyo al Asilo, y para el respaldo financiero del Fondo Europeo para los Refu-
giados, y Elaborar un informe sobre la salud de los hombres, a continuación del 
informe sobre la salud de las mujeres de 2010. Finalmente, para el área prioritaria 
Igualdad en la acción exterior, se propone: Supervisar y respaldar el respeto de los 
criterios de Copenhague para la adhesión a la UE en el ámbito de la igualdad de trato 
entre mujeres y hombres, y ayudar a los países de los Balcanes Occidentales y a Turquía 
a transponer y aplicar la legislación; Aplicar el Plan de Acción de la UE sobre igualdad 
de género y capacitación de las mujeres en la cooperación al desarrollo (2010-2015); 
Seguir animando a los países socios de la PEV a promover la igualdad entre los sexos a 
través del diálogo político regular, el intercambio de experiencia y el estudio de las posi-
bilidades de ayuda del Instrumento Europeo de Vecindad y Asociación, y Seguir inte-
grando las consideraciones de género en la ayuda humanitaria de la UE.

41  Conclusiones del Consejo de 7 de marzo de 2011 sobre Pacto Europeo por la 
Igualdad de Género (2011-2020) (2011/C 155/02).
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las desigualdades en cuanto a empleo y protección social, incluidas 
las diferencias de retribución entre mujeres y hombres, con el fin de 
alcanzar los objetivos de la estrategia Europa 2020, especialmente en 
tres ámbitos de gran relevancia para la igualdad de género, a saber, 
el empleo, la educación y el fomento de la inclusión social, en parti-
cular mediante la reducción de la pobreza, contribuyendo así al po-
tencial de crecimiento de la población activa europea; b) promover 
un mejor equilibrio entre vida laboral y vida privada para mujeres y 
hombres a lo largo de toda su vida, con el fin de impulsar la igualdad 
de género, aumentar la participación de la mujer en el mercado labo-
ral y contribuir a superar los desafíos demográficos; y, c) combatir 
todas las formas de violencia contra la mujer, con objeto de garanti-
zar que ésta disfrute plenamente de sus derechos humanos, y lograr 
la igualdad de género con vistas a un crecimiento integrador, propo-
ne que se adopten:

•	 Medidas para suprimir las desigualdades de género y comba-
tir la segregación por sexos en el mercado laboral.42

•	 Medidas para promover un mayor equilibrio entre la vida la-
boral y la vida privada de mujeres y hombres,43 y

42  a)  promover el empleo de la mujer en todos los tramos de edad y reducir las 
desigualdades en materia de empleo, por medios como la lucha contra toda forma de 
discriminación; 

�b)  eliminar los estereotipos de género y fomentar la igualdad entre mujeres y 
hombres en todos los niveles de la educación y la formación, así como en la vida la-
boral, con el fin de reducir la segregación por sexos en el mercado laboral; 

�c)  garantizar una misma retribución para un mismo trabajo o para un trabajo de 
igual valor; 

�d)  promover la potenciación del papel de la mujer en la vida política y económica 
e impulsar el espíritu emprendedor de las mujeres; 

�e)  animar a los interlocutores sociales y a las empresas a que pongan en marcha 
y apliquen efectivamente iniciativas en favor de la igualdad de género y a que pro-
muevan planes en ese terreno en los lugares de trabajo; y 

�f)  fomentar la igualdad de la participación de mujeres y hombres en el proceso 
decisorio a todos los niveles y en todos los ámbitos, con el fin de aprovechar plena-
mente todas las capacidades; 

43  a)  mejorar la prestación de servicios de guardería adecuados, asequibles y de 
elevada calidad para niños en edad preescolar, con miras a lograr los objetivos esta-
blecidos en el Consejo Europeo de Barcelona de marzo de 2002 , teniendo en cuenta 
la demanda de servicios de guardería y en consonancia con la pautas nacionales de 
asistencia a los niños;

�b)  mejorar la prestación de servicios e infraestructuras de asistencia a otras per-
sonas dependientes y 

�c)  promover modalidades de trabajo flexibles y diversas formas de permisos para 
mujeres y hombres. 



Del tratamiento jurídico, a la realidad y efectividad...

©  UNED. Revista de Derecho UNED, núm. 14, 2014� 233

•	 Medidas para eliminar todas las formas de violencia contra 
las mujeres44.

Junto a las medidas normativas, la jurisprudencia del Tribunal de 
Justicia, ha perfilado un ámbito de igualdad entre hombres y muje-
res45, estudiada y aplicada de manera trasversal, que exige la adop-
ción de medidas y políticas activas en la materia, que tienen que ser 
financiadas adecuadamente46

4. � EL TRATAMIENTO DE LA IGUALDAD DE GÉNERO EN ESPAÑA. 
POLÍTICAS PÚBLICAS

En nuestra sociedad perviven todavía los estereotipos y roles de 
género que definen generalmente una posición de desventaja para las 
mujeres respecto de los hombres y dificultan su pleno desarrollo 
como personas y como ciudadanas Además, existen otro tipo de des-
ventajas sociales que marcan grandes desigualdades entre mujeres y 
entre hombres: la suma del género con otro tipo de factores como la 
edad, la situación familiar, la raza, el lugar de residencia, la diversi-
dad funcional o el nivel socioeconómico, el medio urbano o rural, 
refuerza y solidifica las desigualdades

La legislación española, de acuerdo con la regulación internacio-
nal y comunitaria reconoce el derecho a la igualdad y la prohibición 

44  a)  adoptar, aplicar y supervisar estrategias a escala nacional y de la Unión con 
vistas a eliminar la violencia contra las mujeres;

�b)  reforzar la prevención de la violencia contra las mujeres y la protección de las 
víctimas y de las potenciales víctimas, entre ellas las mujeres pertenecientes a grupos 
desfavorecidos; y 

�c)  poner de relieve el papel y la responsabilidad esenciales de hombres y mucha-
chos en la erradicación de la violencia contra las mujeres.

45  Numerosa ha sido la jurisprudencia del TJUE en materia de igualdad entre 
hombres y mujeres en lo referente a acceso al empleo, promoción profesional y for-
mación laboral; a condiciones de trabajo, y en el acceso a bienes, servicios y suminis-
tros. Importante han sido las SSTJUE Racke, de 17 de abril de 1997; Dory, de 11 de 
marzo de 2003; K.B, de 7 de enero de 2004; Allonby, de 13 de enero de 2004; Schnei-
der, de 5 de febrero de 2004; Haackert, de 4 de marzo de 2004; Merino Gómez, de 18 
de marzo de 2004; Elsner-Lakeberg, de 27 de mayo de 2004; Österreichischer Gewerk-
schaftsbund, Gewerkschaft der Privatangestellten , de 8 de junio de 2004. También han 
sido fundamentales las sentencias en los casos Marschall, de 11 de noviembre de 
1997, y Kalanke, de 17 de octubre de 1995.

46  En el nuevo Marco Financiero Multianual 2014-2020, se está perfila un nuevo 
programa de financiación que funde en uno los programas hasta el momento han fi-
nanciado la igualdad, de manera que los ejes de igualdad de género y no discrimina-
ción del Programa Progress y el Programa Daphne III serán asumidos por el nuevo 
Programa de Derechos, Igualdad y Ciudadanía para el período 2014-2020.
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de discriminación y establecen la obligación de todos los poderes 
públicos de promover las condiciones necesarias para que la igualdad 
de las personas y de los grupos en que se integran sea real y efectiva.

El derecho a la Igualdad se ha ido desarrollando a lo largo del 
tiempo, lo que ha supuesto su proyección y extensión en ámbitos muy 
diversos47.

4.1. � Tratamiento constitucional y legislativo en materia de 
igualdad de género

Como hemos manifestado, la Constitución Española de 1978 es-
tableció el principio de igualdad y no discriminación e instó a los 
poderes públicos a promover las condiciones para que la libertad y 
la igualdad fueran reales y efectivas, removiendo los obstáculos que 
impidieran o dificultaran su plenitud y facilitando la participación 
de todos los ciudadanos y ciudadanas en la vida política. El desarro-
llo de estos derechos se ha materializado en la aprobación de leyes y 
la implantación de políticas públicas encaminadas a conseguir la 
igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres48.

Muchas han sido las leyes que se han promulgado desde la procla-
mación de la Constitución, fundamentalmente en los ámbitos civil, 
penal y laboral, introduciendo la igualdad de trato en las relaciones 
familiares y laborales. Normas como la Ley 39/1999, de 5 de noviem-
bre, para promover la conciliación de la vida familiar y laboral de las 
personas trabajadoras o la Ley 30/2003, de 13 de octubre, sobre medi-
das para incorporar la valoración del impacto de género en las dispo-

47  La legislación española en materia de igualdad de género ha sido muy abundan-
te en los últimos años. Como principales normas podemos destacar: Artículos 9.2 y 
14 de la Constitución Española de 1978; Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo para la 
Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres; Ley 51/2003, de 2 de diciembre, de igual-
dad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de las personas 
con discapacidad; Capítulo III del Título II (artículos 27 a 43) de la Ley 62/2003, de 
30 de diciembre ,de medidas fiscales, administrativas y del orden social; Ley 49/2007, 
de 26 de diciembre, por la que se establece el régimen de infracciones y sanciones en 
materia de igualdad de oportunidades, no discriminación y accesibilidad universal de 
las personas con discapacidad; Ley 13/2005 de 1 de julio, por la que se modifica el 
Código Civil en materia de derecho a contraer matrimonio; Ley 27/2007, de 23 de 
octubre, por la que se reconocen las lenguas de signos españolas y se regulan los me-
dios de apoyo a la comunicación oral de las personas sordas, con discapacidad audi-
tiva y sordociegas; Ley 3/2007, de 15 de marzo, reguladora de la rectificación registral 
de la mención relativa al sexo de las personas.

48  Moraga García, M.A., «La igualdad entre mujeres y hombres en la Constitución 
española de 1978», en VV.AA, Mujeres y Derecho, Feminismo/s, Revista del centro de 
estudios sobre la Mujer de la Universidad de Alicante, n.º 8, dic. 2006, pág.56.
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siciones normativas que elabore el Gobierno, fueron las primeras en 
tratar aspectos de igualdad de las mujeres en el seno de la familia, o en 
materia de igualdad de género. Si bien esta legislación inicial fue im-
portante, han sido las normas que pretenden dar una respuesta inte-
gral al problema de la violencia de género y de las desigualdades que 
aún persisten entre mujeres y hombres, como la Ley Orgánica 1/2004, 
de 28 de diciembre, de medidas de protección integral contra la violen-
cia de género y la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igual-
dad efectiva de mujeres y hombres (en adelante LOIEMH) las que han 
abordado con mayor valentía la igualdad de género. 

Especial importancia en materia de igualdad entre hombres y mu-
jeres adquiere la Ley Orgánica 1/2004, de 28 de diciembre, de Medi-
das de Protección Integral contra la Violencia de Género49.

49  Múltiples son los estudios de violencia de género, en sus diversas denominacio-
nes, y su relación con la igualdad. Sin ser este el momento de un tratamiento en 
profundidad, pueden consultarse, entre otras: VVAA., Violencia de género e igualdad. 
Aspectos jurídicos y sociológicos, Madrid, Universitas Internacional, 2014. San Segun-
do Manuel, T., «Normas Civiles. Separación y Divorcio. Medidas de carácter perso-
nal», en Manual de lucha contra la violencia de género, Marchal Escalona (dir.). 
Pamplona, Aranzadi. 2010; «Maltrato y separación: repercusiones en los hijos», en 
Custodia compartida y protección de menores dirigido por José Tapia Parreño, Cua-
dernos de Derecho Judicial, II, 2009, Consejo General del Poder Judicial; «Normas 
Civiles. Separación y Divorcio. Medidas de carácter personal», en Manual de lucha 
contra la violencia de género, Marchal Escalona (dir.). Pamplona, Aranzadi. 2010; 
«Cómo se detecta el maltrato. Indicadores de vulnerabilidad», en Personas mayores 
vulnerables: Maltrato y abuso, Gazenmüller (dir.) y Sánchez Carazo. (Coord.) Pérez-
Puig González. Consejo General del Poder Judicial, Centro de Documentación Judi-
cial. 2010; «La violencia de género en el hogar» en Ecofin, Economía y finanzas, nº 42, 
abril-mayo 2012; «El régimen de visitas de los progenitores», en Revue Européenne du 
Droit social, Vol. XVI, ISSUE, Bibliotheca Târgoviste, 2012. Escudero Moratalla, 
J.F., «Diversos aspectos de la violencia doméstica (Consideraciones generales. Ámbito 
jurídico internacional. Premisas básicas. Factores de vulnerabilidad: elementos socio-
culturales y económicos)», en Cuadernos de Política Criminal, nº 76, 2002. Fernández 
Santiago, P., Violencia familiar. La visión de la mujer en casas de acogida, Valencia, 
Tirant lo Blanch, 2007. Leal González, D. A. y Arconada Melero, M.A., Convivir en 
igualdad, Prevención de violencia masculina hacia las mujeres en todas las etapas edu-
cativas. Prólogo Teresa San Segundo Manuel y Luis Bonino. Madrid, UNED, 2011. 
Ravetllat Ballesté, I., «Efectos de la violencia de género en la infancia», en Rivas 
Vallejo/Barrios Baudor (dirs.) Violencia de Género. Perspectiva Multidisciplinar y Prác-
tica Forense, Pamplona, Aranzadi. 2007. Rodríguez Núñez, A (Coordra) Violencia en 
la Familia, Madrid, Dikynson, 2010. Rodríguez Núñez, A., «Violencia en el ámbito 
familiar», en La investigación criminal y sus consecuencias jurídicas, Collado Medina 
(coord.), Madrid, Dikynson, 2010, y también «Violencia en el ámbito familiar», en 
Teoría y práctica de la investigación criminal, Collado Medina (coord.), Madrid, Insti-
tuto Universitario Gutierrez Mellado. Luaces Gutiérrez, A.I., «La constitucionalidad 
de la Ley 1/2004, de medidas de protección integral contra violencia de género», en 
Constitución y Democracia, ayer y hoy. Universitas Vol. 2, 2012. También «La respues-
ta del derecho penal español ante la violencia doméstica», en Revista de Derecho Pri-
vado, N.º 13-14, 2006 , págs. 93-150.
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La LO 1/2004, declara cómo la conquista de la igualdad y el respe-
to a la dignidad humana y la libertad de las personas tienen que ser 
un objetivo prioritario en todos los niveles de socialización.

El ámbito de la Ley abarca tanto los aspectos preventivos, educa-
tivos, sociales, asistenciales y de atención posterior a las víctimas, 
como la normativa civil que incide en el ámbito familiar o de convi-
vencia donde, principalmente, se producen las agresiones, así como el 
principio de subsidiariedad en las Administraciones Públicas. Igual-
mente se aborda con decisión la respuesta punitiva que deben recibir 
todas las manifestaciones de violencia que esta Ley regula.

Como ha manifestado el TC en la STC 59/2008, de 14 de mayo, la 
Ley Orgánica de medidas de protección integral contra la violencia de 
género tiene como finalidad principal prevenir las agresiones que en 
el ámbito de la pareja se producen como manifestación del dominio 
del hombre sobre la mujer en tal contexto; su pretensión así es la de 
proteger a la mujer en un ámbito en el que el legislador aprecia que 
sus bienes básicos (vida, integridad física y salud) y su libertad y dig-
nidad mismas están insuficientemente protegidos. 

Su razón de ser radica en la necesidad de combatir el origen de un 
abominable tipo de violencia que se genera en un contexto de des-
igualdad y que «constituye uno de los ataques más flagrantes a dere-
chos fundamentales como la libertad, la igualdad, la vida, la seguri-
dad y la no discriminación proclamados en nuestra Constitución».

La falta de una igualdad real entre hombres y mujeres determinó 
que resultara necesaria una acción normativa dirigida a combatir to-
das las manifestaciones aún subsistentes de discriminación, directa o 
indirecta, por razón de sexo y a promover la igualdad real entre mu-
jeres y hombres, con remoción de los obstáculos y estereotipos socia-
les que impiden alcanzarla.

La mayor novedad de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, 
para la Igualdad efectiva de mujeres y hombres, radica, con todo, en 
la prevención de las conductas discriminatorias, y en la previsión de 
políticas activas para hacer efectivo el principio de igualdad. Tal op-
ción implica necesariamente una proyección del principio de igual-
dad sobre los diversos ámbitos del ordenamiento de la realidad social, 
cultural y artística en que pueda generarse o perpetuarse la desigual-
dad. De ahí la consideración de la dimensión transversal de la igual-
dad, seña de identidad del moderno derecho antidiscriminatorio, 
como principio fundamental del texto.
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Constituye un texto legal que tiene vocación de generalidad, cuya 
comprensión sólo es posible si se conoce la situación de las mujeres y 
los hombres en todos los ámbitos de la sociedad. Sin embargo, el con-
tenido de la Ley desborda las previsiones de los referidos instrumen-
tos jurídicos, pues, como se desprende de su título, se plantea la apli-
cación de la igualdad efectiva de mujeres y hombres en la plenitud de 
las relaciones políticas, laborales, económicas, culturales y sociales, 
así como en las personales y familiares, incidiendo para ello en todo 
el ordenamiento jurídico.

Tras proclamar que las mujeres y los hombres son iguales en dig-
nidad humana, e iguales en derechos y deberes, el art. 1, determina 
que la Ley tiene por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de 
trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en particular me-
diante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere 
su circunstancia o condición, en cualesquiera de los ámbitos de la 
vida y, singularmente, en las esferas política50, civil, laboral, económi-
ca, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de 
la Constitución, alcanzar una sociedad más democrática, más justa y 
más solidaria.

El art. 3 reconoce que el principio de igualdad de trato entre mu-
jeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa o 
indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la ma-
ternidad, la asunción de obligaciones familiares y el estado civil, y el 

50  La idea de democracia paritaria parte del reconocimiento del hecho de que las 
mujeres constituyen el 50 por 100 de la sociedad. Se empieza a hablar de democracia 
paritaria a raíz de la llamada «Declaración de Atenas», aprobada en la primera Cum-
bre Europea «Mujeres en el poder», celebrada en la capital griega el 3 de noviembre 
de 1992. También en la Cuarta Conferencia Mundial sobre la Mujer celebrada en 
Pekín en 1995 se reiteró la necesidad de garantizar un reparto equilibrado de las res-
ponsabilidades, los poderes y los derechos. En el año 2000 tuvo lugar en Nueva York 
el encuentro que Naciones Unidas programó para efectuar un balance de los acuer-
dos adoptados en Pekín, insistiéndose en los argumentos ya expuestos en aquella 
Conferencia mundial. En el ámbito del Derecho comunitario europeo se citan las si-
guientes Recomendaciones y Resoluciones, «que carecen de fuerza vinculante, al 
afectar al ámbito de la participación política que sigue unida al concepto de ciudada-
nía nacional, pero que tienen un evidente autoridad moral»: Recomendación del 
Consejo de 2 de diciembre de 1996, sobre participación equilibrada en los procesos 
de toma de decisiones; Resolución del Parlamento Europeo núm. 169 de 1988, en la 
que se solicita de los partidos políticos adopten un sistema de cuotas para la presen-
tación de candidaturas; Resolución de 3 de marzo de 2000, en la cual el Parlamento 
Europeo constata que las cuotas equilibran la participación de los hombres y las 
mujeres en la vida política; Resolución de 5 de julio de 2001, donde se recomienda la 
adopción de planes nacionales para la promoción de una participación equilibrada; 
Recomendación del Consejo de 12 de marzo de 2003, sobre participación equilibrada 
en los procesos de decisión en los ámbitos político y público, en la que se sitúa en el 
40 por 100 el umbral aconsejable del equilibrio auspiciado.
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art. 4 manifiesta que la igualdad de trato y de oportunidades entre 
mujeres y hombres es un principio informador del ordenamiento ju-
rídico y, como tal, se integrará y observará en la interpretación y apli-
cación de las normas jurídicas. Este principio de igualdad de trato y 
oportunidades entre mujeres y hombres informará, con carácter 
transversal, la actuación de todos los Poderes Públicos. Las Adminis-
traciones públicas lo integrarán, de forma activa, en la adopción y 
ejecución de sus disposiciones normativas, en la definición y dotación 
de políticas públicas en todos los ámbitos y en el desarrollo del con-
junto de todas sus actividades (ar. 15)

Es una Ley que tiene carácter general, en la medida en que incide 
sobre todo el ordenamiento jurídico, imponiendo el principio de 
igualdad efectiva a las diferentes ramas del Derecho en aquellos as-
pectos en los que está involucrado el género.51

Como ha establecido el TC mediante STC 12/2008, de 29 de ene-
ro52, la Ley Orgánica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres 
tiene como finalidad alcanzar la igualdad material, sustancial, entre 
ambos sexos. Para lograr este objetivo la Ley en sus diferentes artícu-
los y disposiciones utiliza distintas técnicas, entre otras el recurso a 
acciones positivas y medidas de discriminación positiva a favor de la 
mujer, la obligación de un equilibrio entre sexos a la hora de la pre-
sentación de candidaturas electorales, o la implantación de otras me-
didas formales de igualdad, predicables de ambos sexos.

La caracterización de nuestro modelo de Estado como social y 
democrático de Derecho, con los valores superiores de libertad, justi-
cia, igualdad y pluralismo político que dotan de sentido a esta carac-
terización, representa el fundamento axiológico para la comprensión 
del entero orden constitucional, y en este orden, la paridad de género 
juega un papel trascendental, por mandato constitucional. La igual-
dad sustantiva no sólo facilita la participación efectiva de todos en los 
asuntos públicos, sino que es un elemento definidor de la noción de 
ciudadanía.

51  VVAA., Igualdad de hombres y mujeres. Comentarios a la LO 3/2007, Madrid, 
Thomson-Civitas, 2007, pags.76 y 77.

52  En la cuestión de inconstitucionalidad núm. 4069-2007, promovida por el Juz-
gado de lo Contencioso-Administrativo núm. 1 de Santa Cruz de Tenerife, en relación 
con el artículo 44 bis de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del régimen electoral 
general, introducido por la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 3/2007, 
de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, y en el recurso de 
inconstitucionalidad, acumulado a la anterior, núm. 5653-2007, interpuesto por más 
de cincuenta Diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso de los Dipu-
tados, frente a la disposición adicional segunda de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de 
marzo.
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Como posteriormente ha reiterado el TC en STC 13/2009, de 19 de 
enero53, la representación equilibrada de ambos sexos, dispensando a 
hombres y mujeres el mismo tratamiento y operando siempre desde 
el presupuesto de la capacidad y el mérito suficientes de unos y otras, 
resulta conforme con el mandato constitucional de promoción de la 
igualdad efectiva contenido en el art. 9.2 CE 

Merece, asimismo, destacarse que la Ley prevea, con el fin de al-
canzar esa igualdad real efectiva entre mujeres y hombres, un marco 
general para la adopción de las llamadas acciones positivas. El logro 
de la igualdad real y efectiva en nuestra sociedad requiere no sólo del 
compromiso de los sujetos públicos, sino también de su promoción 
decidida en la órbita de las relaciones entre particulares. La regula-
ción del acceso a bienes y servicios es objeto de atención por la Ley, 
conjugando los principios de libertad y autonomía contractual con el 
fomento de la igualdad entre mujeres y hombres. También se ha esti-
mado conveniente establecer determinadas medidas de promoción de 
la igualdad efectiva en las empresas privadas, como las que se reco-
gen en materia de contratación o de subvenciones públicas o en refe-
rencia a los consejos de administración. Especial atención presta la 
Ley a la corrección de la desigualdad en el ámbito específico de las 
relaciones laborales. Mediante una serie de previsiones, se reconoce 
el derecho a la conciliación de la vida personal, familiar y laboral y se 
fomenta una mayor corresponsabilidad entre mujeres y hombres en 
la asunción de obligaciones familiares, criterios inspiradores de toda 
la norma que encuentran aquí su concreción más significativa.

Multitud de iniciativas legislativas y propuestas han entroncado 
con la Ley de Igualdad: la legislación en materia de Dependencia, el 
Plan Concilia en la Administración Pública, las 54 Medidas para la 
Igualdad, la Ley de Violencia de Género, el Plan de Ciudadanía e Inte-
gración....éstas y muchas otras herramientas que son necesarias para 
trabajar en el área empresarial y en la Administración, integrando a 
las mujeres, y cambiando y mejorando la calidad de nuestra Adminis-
tración, y de nuestras empresas, en el reforzamiento de las políticas 
de apoyo a las familias y a las personas, apuntalando las medidas que 
hagan posible la presencia de mujeres en los espacios donde se toman 
las decisiones, hasta ahora copados por los hombres, y tener en cuen-

53  En el recurso de inconstitucionalidad núm. 4057-2005, interpuesto por sesenta 
y dos Diputados del Grupo Parlamentario Popular del Congreso contra los arts. 3.7 
(párrafo segundo) y 20.4 b), 5, 6 y 7, y las disposiciones finales segunda (apartado 2), 
cuarta y quinta de la Ley del Parlamento Vasco 4/2005, de 18 de febrero, para la 
igualdad de mujeres y hombres.
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ta a los colectivos excluidos, tanto por la sinrazón del modelo tradi-
cional, como por los problemas asociados al cambio.

4.2. � Las Políticas Públicas en el ámbito de la igualdad de género

Este desarrollo legislativo reciente no implica, sin embargo, que la 
igualdad entre hombres y mujeres no haya sido abordada con anterio-
ridad.

En este sentido, la Administración General del Estado, a pesar de 
las competencias transferidas a las otras Administraciones Públicas, 
ha sido considerada como la competente para regular las condiciones 
básicas que garanticen la igualdad de toda la ciudadanía española en 
el ejercicio de los derechos y en el cumplimiento de los deberes cons-
titucionales54. En concreto, el Instituto de la Mujer, creado en 1983, 
ha sido el organismo autónomo competente para la promoción y fo-
mento de la igualdad de oportunidades, con el fin de conseguir las 
condiciones necesarias que posibiliten la participación de la mujer en 
la vida política, cultural, económica y social. El impulso de medidas 
que contribuyeran a eliminar las discriminaciones contra la mujer se 
ha concretado, fundamentalmente, a través de los diversos Planes de 
Igualdad de Oportunidades 

En concreto, el papel que han jugado estos Planes, como instru-
mentos de impulso y planificación de las políticas de igualdad, ha 
sido de gran importancia. La existencia de un marco referencial que 
establece los objetivos a cumplir y las actuaciones a desarrollar, en los 
años de vigencia de los planes, por parte de todos los agentes implica-
dos, supone no sólo la posibilidad de establecer qué se quiere conse-
guir y cómo, sino también de evaluar, una vez acabado su período de 
vigencia, el grado de cumplimento alcanzado por el plan. 

Desde la creación del Instituto de la Mujer, se han puesto en fun-
cionamiento varios Planes de Igualdad. El primero de ellos, con un 
periodo de vigencia comprendido entre 1988 y 1990, pretendió, bási-
camente, asegurar la coherencia del ordenamiento jurídico con el 
texto constitucional en materia de protección y garantía de la igual-
dad, eliminando las disposiciones legales discriminatorias existentes, 
hasta ese momento, en nuestra legislación; especialmente, en materia 

54  Vid. Figueruelo Burrieza, A., «Políticas públicas previstas para la igualdad real 
y efectiva», Conocimiento y Cultura Jurídico, 2007, n°1 de la 2ª Época, 2007. También 
en Figueruelo Burrieza, A, y Otras, Igualdad ¿para qué?. A propósito de la Ley Orgá-
nica para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, Granada, Comares, 2007.
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civil, laboral y penal. El segundo (1993-1995) tuvo como finalidad 
básica la adopción de medidas para avanzar desde la igualdad formal 
hacia la igualdad real; es decir, la promoción y desarrollo de medidas 
de acción positiva, principalmente, en los ámbitos de la educación, la 
formación y el empleo. El tercer Plan para la Igualdad de Oportunida-
des (1997-2000), aprobado en marzo de 1997, supuso la introducción 
de la óptica de igualdad en todas las políticas del Gobierno y la pro-
moción de la participación de las mujeres en todas las esferas de la 
vida social, con el fin de que las mujeres se tornaran en agentes copar-
tícipes de la toma de decisiones, ya que, sin la participación de éstas, 
es imposible alcanzar objetivos de igualdad y desarrollo. De este 
modo, se pretendió promover la integración de la dimensión de la 
igualdad de oportunidades en la elaboración, aplicación y seguimien-
to de todas las políticas, medidas y acciones realizadas.

El IV Plan para la Igualdad de Oportunidades entre Mujeres y Hom-
bres, con vigencia para el cuatrienio 2003-2006, basado en las direc-
trices marcadas por la Estrategia Marco Comunitaria sobre la Igual-
dad entre hombres y mujeres (2001-2005), tuvo como objetivo 
fundamental, introducir la dimensión de la igualdad de oportunida-
des en todas las políticas y acciones realizadas en el ámbito comuni-
tario y en los Estados miembros, potenciando la transversalidad de 
género, y manteniendo, en las áreas necesarias, políticas específicas 
de igualdad de oportunidades, mediante acciones positivas muy por-
menorizadas.

El más ambicioso, hasta el momento, ha sido El Plan estratégico de 
igualdad de oportunidades (2007/2011), que ha desarrollado cuatro 
principios rectores: Ciudadanía, Empoderamiento, Transversalidad e 
Innovación, que están, además, relacionados entre sí: 

•	 La redefinición del modelo de ciudadanía en concordancia 
con la igualdad de género, que entiende la igualdad más allá 
de la equiparación de lo femenino con lo masculino y conside-
ra lo femenino como riqueza; que afirma la libertad femenina 
y atiende a la singularidad y pluralidad de las mujeres, de 
modo que no se las contemple como «lo colectivo femenino» 
El concepto de ciudadanía no se limita, por tanto, a la partici-
pación en el poder político, sino que se extiende al disfrute de 
los derechos civiles y sociales. Esto significa que el mero reco-
nocimiento de los derechos no es suficiente. Es necesario un 
claro compromiso para erradicar la discriminación indirecta.

•	 El empoderamiento de las mujeres, en el sentido de va-
lorar y fortalecer sus formas de hacer, de ejercer el poder y 
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de relacionarse. El concepto de empoderamiento posee una 
doble vertiente. Por una parte, se refiere a la capacidad de las 
mujeres para acceder a aquellos puestos donde se toman de-
cisiones. Por otra, a la revalorización de la aportación de las 
mujeres. En general, se trata de un concepto estrechamente 
ligado al principio de autonomía personal.

•	 La transversalidad de la perspectiva de género alude a la 
necesidad de incorporar la dimensión de género en todas las 
actuaciones.

•	 La innovación Es esencial alcanzar la paridad de género a 
cualquier nivel de la actividad científica y tecnológica, desde 
la educación y la investigación, a las academias y los comités 
de becas, en las empresas fabricantes, en el diseño de los pro-
ductos, la elaboración de software y juegos o la creación de 
contenidos en Internet.

Los cuatro principios inspiradores han ordenado y articulado el 
contenido del Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades a lo 
largo de los doce Ejes que componen el contenido del Plan: 1. Partici-
pación Política y Social; 2. Participación Económica; 3. Corresponsa-
bilidad; 4. Educación; 5. Innovación; 6. Conocimiento; 7. Salud; 8. 
Imagen; 9. Atención a la Diversidad e Inclusión Social; 10. Violencia; 
11. Política exterior y de cooperación para el desarrollo; 12. Tutela del 
derecho a la igualdad. Para cada uno de estos Ejes, se estableció un 
marco teórico explicativo, un diagnóstico sobre la situación actual en 
España, los objetivos estratégicos y las propuestas de actuación. 

La importancia primera es la visión transversal de la igualdad de 
género. Transversalizar el enfoque de género en las normas, políticas, 
planes, y en la gestión pública a nivel nacional, regional y local ha 
sido fundamental para garantizar el reconocimiento, promoción, pro-
tección y exigibilidad de los derechos de las mujeres y hombres en 
igualdad de condiciones en los diferentes ámbitos públicos y priva-
dos, como las Administraciones Públicas, los partidos políticos, las 
empresas, las comunidades, las familias a fin de lograr a reducción de 
la desigualdad, exclusión, y vulnerabilidad social, económica, política 
y cultural, y contribuir a la construcción de una ciudadanía plena 
para hombres y mujeres sin discriminación. 

Con independencia de estos planes nacionales, las diferentes Ad-
ministraciones Territoriales, CCAA, y entidades locales, han desarro-
llado programas de igualdad entre hombres y mujeres, cuyo desarro-
llo sobrepasaría el contenido de este trabajo, pero cuya importancia 
ha sido determinante, puesto que, además de desarrollar el planea-
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miento nacional y la normativa general, han especificado la situación 
de la mujer en sus respectivos ámbitos territoriales.

Y es que no podemos olvidar que la perspectiva que debe ser adop-
tada en los Planes tendrá que adecuarse a la conjugación de todos 
aquellos factores que sumados al género, fortalecen las desigualdades 
a las que se enfrentan las mujeres. Sólo de esta manera podrán adop-
tarse medidas que, de forma efectiva e inclusiva, aborden las des-
igualdades de género y presenten actuaciones para superarlas. Se 
hace necesario planificar de manera estratégica, a un medio plazo, el 
modo de concretar los ámbitos, objetivos y medidas de actuación en 
los que los poderes públicos y agentes responsables han de centrar 
sus acciones. Se hace ineludible una planificación que defina de ma-
nera precisa, aunque no exhaustiva, las actuaciones necesarias (así 
como las entidades responsables de su ejecución) para avanzar en la 
difícil y larga construcción de una sociedad sostenible en el más am-
plio sentido del término. También se ha hecho precisa la introducción 
de nuevos conceptos y nuevos retos: democracia paritaria, correspon-
sabilidad y transversalidad de género entre otros.

La planificación en materia de género no debe de considerarse 
como un fin en sí mismo sino que se debe concebir como un instru-
mento para facilitar el logro de finalidades específicas, finalidades que 
se complementen de forma recíproca y se fortalezcan mutuamente, 
siendo necesaria su simultánea existencia para avanzar en el camino 
de la igualdad entre mujeres y hombres, y entre estas finalidades se 
encuentran: la eliminación de las barreras que fomentan las desigual-
dades entre las propias mujeres; la erradicación de las formas de dis-
criminación hacia las mujeres, y el cambio de paradigma respecto al 
lugar que las mujeres ocupan en la sociedad. Junto a las finalidades, 
se hace necesaria la definición de una serie de «principios rectores» 
que marquen los criterios de definición de sus contenidos y las pautas 
de funcionamiento de los distintos organismos e instituciones y que, 
de la misma manera que las Finalidades, se complementen mutua-
mente, y configuren de forma conjunta el enfoque global del Plan en 
cuestión. Estos principios rectores deben de tener en consideración, 
de manera obligatoria: la promoción de actitudes y modelos igualita-
rios entre mujeres y hombres que se erige como la columna vertebral 
de cualquier política que tenga como objetivo la consecución de la 
equidad entre los sexos: la perspectiva de género, que permite interpre-
tar y reconstruir la realidad desde el conocimiento de que las des-
igualdades existentes entre mujeres y hombres se construyen en torno 
a los diferentes significados atribuidos a «lo masculino» y a «lo feme-
nino»; la atención a la diversidad , puesto que las diversas situaciones 
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y experiencias que viven las mujeres y los hombres componen los 
elementos que originan la diversidad social pero también pueden oca-
sionar, determinar y agravar las situaciones de desigualdad que se 
producen entre los individuos, y el establecimiento de una perspectiva 
que reconoce y avala la importancia de incorporar cambios en los 
procesos de actuación, en las estructuras institucionales y en los valo-
res organizativos relacionados con la igualdad de género, con el obje-
to de buscar nuevos caminos que faciliten un verdadero cambio es-
tructural. La planificación en materia de igualdad de género debe de 
ser una iniciativa cuyo público objetivo es el conjunto de la ciudada-
nía, porque su objetivo es garantizar la igualdad real y efectiva en los 
derechos y en las obligaciones de las mujeres y los hombres, elimi-
nando cualquier tipo de discriminación por razón de género.

La igualdad de género debe ser considerada como un requisito 
irrenunciable para la construcción de un modelo social igualitario 
que apuesta por la sostenibilidad social y la calidad de vida, y tiene 
que tomar en consideración, además, la diversidad, puesto que el ser 
humano no conforma un grupo homogéneo, sino todo lo contrario, 
las mujeres, al igual que los hombres, forman un grupo muy hetero-
géneo y diverso, ya que las circunstancias que rodean a cada persona 
son muy variables y específicas, puesto que , la discapacidad, el ori-
gen étnico, la migración, la falta de recursos económicos, el lugar de 
residencia, o la orientación sexual, entre otras, son, a su vez, circuns-
tancias, en muchas ocasiones favorecedoras de situaciones de discri-
minación.

El Plan Estratégico de Igualdad de Oportunidades 2014-201655 
(PEIO), está configurado como un documento en línea con la Estrate-
gia Europea de igualdad de género 2010-2015 y la Estrategia Europa 
2020. Sus objetivos principales son la igualdad en el ámbito laboral, 
la conciliación y corresponsabilidad, y la lucha contra la violencia de 
género56.

55  Incluye las principales medidas de la Estrategia para la Erradicación de la Vio-
lencia de Género 2013-2016, que será uno de los ejes del Plan de Igualdad, al igual 
que el Plan de Infancia y Adolescencia. En materia de conciliación, los objetivos se 
van a desarrollar a través del Plan Integral de Apoyo a la Familia, en el que está tra-
bajando en la actualidad y cuyos objetivos principales son sensibilizar en materia de 
conciliación, facilitarla, promover la corresponsabilidad y el cambio de los usos del 
tiempo de mujeres y hombres e incrementar el conocimiento sobre esta materia, así 
como la racionalización de horarios.

56  Los datos ofrecidos en Marzo de 2014 por el Ministerio de Sanidad, igualdad y 
servicios sociales son demoledores en materia de igualdad entre hombres y mujeres: 
En concreto, se ha destacado que «la tasa de actividad de las mujeres está 13 puntos 
por debajo de los hombres» y que perciben un salario anual un 22 por ciento mejor 
que ellos. «La maternidad todavía afecta a las mujeres en la entrada y permanencia 
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Define estos tres objetivos mediante cinco ejes prioritarios de ac-
tuación, y dos ejes adicionales, dedicados a reflejar la estrategia dual 
anteriormente citada: 

•	 EJE 1. Igualdad entre mujeres y hombres en el ámbito laboral 
y lucha contra la discriminación salarial. 

•	 EJE 2. Conciliación de la vida personal, laboral y familiar y 
corresponsabilidad en la asunción de responsabilidades fami-
liares. 

•	 EJE 3. Violencia de género. 

•	 EJE 4. Participación de las mujeres en los ámbitos político, 
económico y social. 

•	 EJE 5. Educación. 

•	 EJE 6. Desarrollo de acciones en el marco de otras políticas 
sectoriales. 

•	 EJE 7: Instrumentos para integrar el principio de igualdad en 
las distintas políticas y acciones del Gobierno.

El PEIO impulsa la transversalidad del principio de igualdad en 
todas las políticas sectoriales del Gobierno, prestando especial aten-
ción a las mujeres que sufren discriminación múltiple, o las que se 
encuentran en situación de especial vulnerabilidad, como las mujeres 
que se desenvuelven en el ámbito rural, las mujeres inmigrantes, las 
mujeres con discapacidad o las mujeres pertenecientes a minorías 
étnicas.

en el mercado laboral, en 2012 el 95% de quienes tomaron excedencia por cuidado de 
hijos fueron mujeres». Las mujeres españolas ocupan solo el 16% de los puestos di-
rectivos de las empresas del Ibex. Siguen existiendo «grandes diferencias en las tareas 
del hogar y cuidado de los hijos y otros familiares», al tiempo que aumenta la existen-
cia de «nuevas formas de discriminación», como en las nuevas tecnologías.




